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			This article examines the tax treatment of the undivided estate (sucesión indivisa) under Peruvian law in the context of capital gains taxation arising from the transfer of real property under Peruvian Income Tax Law. Through a doctrinal, statutory, and case law analysis of the civil law rules governing succession and the applicable tax provisions, the study demonstrates the absence of an express statutory regulation defining the essential elements of the taxable event in such cases.

			Against this background, the article critically examines the use of subordinate regulations and administrative interpretations that have attempted to fill this legislative contradiction by constructing taxable events through the characterization of the undivided estate as an entity capable of acquiring ownership of immovable property and subsequently transferring such ownership to the heirs. It argues that these constructions infringe the principle of legality in taxation by establishing substantive elements of the tax obligation without statutory authorization and by unjustifiably departing from the civil law regime governing the acquisition of property.

			The article also analyzes relevant decisions issued by the Tax Court and the Supreme Court, highlighting both their contributions and their shortcomings in addressing the issue. Finally, it proposes a constitutional interpretation that recognizes the applicability of the civil law rules on succession within the tax system and underscores the need for legislative reform to define the limits of the classificatory autonomy of tax law.

			Keywords: Income tax; capital gains; undivided estate; classificatory autonomy; real property transfer.

		

		
			El presente artículo analiza el tratamiento tributario de la sucesión indivisa en el Perú, con especial énfasis en la determinación de la ganancia de capital derivada de la enajenación de bienes inmuebles adquiridos por causa de muerte. A partir de un análisis dogmático, normativo y jurisprudencial del régimen civil de transmisión sucesoria y de las normas tributarias aplicables, el estudio demuestra la ausencia de una regulación legal expresa que defina los elementos esenciales del hecho imponible en estos supuestos.

			En dicho contexto, se examina críticamente la utilización de disposiciones reglamentarias y criterios administrativos que han pretendido suplir esta contradicción mediante la construcción de hipótesis de incidencia, atribuyendo a la sucesión indivisa la condición de sujeto adquirente del derecho de propiedad sobre un inmueble, y generando, posteriormente, una segunda transferencia del derecho de propiedad sobre un inmueble por parte de los sucesores. Se sostiene que tales construcciones vulneran el principio de reserva de ley, al configurar elementos sustantivos de la obligación tributaria sin respaldo en una norma con rango de ley, y producen una ruptura injustificada con el régimen civil de adquisición de la propiedad.

			Asimismo, se analizan diversos pronunciamientos del Tribunal Fiscal y de la Corte Suprema, destacando sus aciertos y limitaciones en la resolución del problema planteado. Finalmente, se propone una interpretación conforme con la Constitución que reconozca la aplicación de las reglas civiles de transmisión sucesoria en el ámbito tributario, así como la necesidad de una adecuación normativa que delimite el alcance de la autonomía calificadora del derecho tributario.
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			I.	INTRODUCCIÓN

			La determinación del impuesto a la renta en operaciones que involucran la transferencia de bienes inmuebles adquiridos por causa de muerte ha generado en el ordenamiento jurídico peruano una problemática que pone en evidencia tensiones no resueltas entre el derecho civil, el derecho tributario y el derecho constitucional. En particular, el tratamiento de la sucesión indivisa como sujeto relevante para efectos tributarios ha dado lugar a interpretaciones que, en la práctica, alteran el momento y la titularidad de la adquisición de los bienes, con consecuencias directas en la configuración de la ganancia de capital gravada.

			Desde la perspectiva del derecho civil, la transmisión de la propiedad a los sucesores se produce de pleno derecho desde el fallecimiento del causante, sin solución de continuidad. No obstante, en el ámbito tributario, diversas disposiciones reglamentarias y criterios administrativos han construido una lógica distinta, según la cual la sucesión indivisa adquiriría los bienes y posteriormente los transferiría a los sucesores, generando así una suerte de doble adquisición del inmueble (la primera, realizada por la sucesión indivisa, y la segunda, por los herederos), ambas con relevancia fiscal. Esta interpretación no solo carece de un respaldo expreso en normas con rango de ley, sino que plantea serias dudas respecto de su compatibilidad con el principio de reserva de ley y con los límites de la autonomía calificadora del derecho tributario.

			En este contexto, el presente artículo tiene como objetivo analizar críticamente el tratamiento tributario de la sucesión indivisa en la determinación de la ganancia de capital por la enajenación de inmuebles, evaluando la coherencia del sistema normativo vigente y la validez de las construcciones reglamentarias y administrativas. Para ello, se desarrolla, en primer lugar, el marco conceptual necesario, abordando la naturaleza jurídica de la sucesión indivisa y el alcance de la autonomía calificadora. En segundo lugar, se examina el régimen civil de transmisión sucesoria y su relevancia para la configuración de los hechos imponibles en materia tributaria.

			Posteriormente, se analiza el tratamiento tributario previsto en normas con rango de ley, identificando defectos normativos, así como el rol –rectius: los excesos normativos– que han cumplido el reglamento y la interpretación administrativa en la construcción del supuesto de hecho gravado. A continuación, se revisa la jurisprudencia administrativa y judicial relevante. Finalmente, se plantea una evaluación crítica del sistema y se propone una interpretación conforme con la Constitución, orientada a restablecer la coherencia del ordenamiento jurídico y a garantizar el respeto del principio de reserva de ley.

			La relevancia del tema radica no solo en sus implicancias prácticas para los contribuyentes, sino también en su capacidad para evidenciar los límites estructurales de la potestad tributaria del Estado y la necesidad de mantener una adecuada articulación entre las distintas ramas del derecho.

			II.	MARCO CONCEPTUAL

			A efectos de desarrollar adecuadamente el análisis propuesto, resulta necesario precisar algunos conceptos fundamentales. En particular, conviene delimitar los alcances de los términos declaratoria de herederos, sucesión intestada y sucesión indivisa, los cuales, pese a su cercanía terminológica, responden a realidades jurídicas distintas y pueden generar confusión en su uso indistinto.

			Asimismo, es indispensable examinar el alcance de la autonomía calificadora del derecho tributario y el principio de reserva de ley, en tanto constituyen el fundamento que podría justificar un tratamiento diferenciado de la transmisión patrimonial respecto del previsto en el ordenamiento civil.

			A continuación, se desarrollan brevemente estos conceptos. 

			 

			A.	Declaratoria de herederos, sucesión intestada y sucesión indivisa

			1.	Sucesión intestada o declaratoria de herederos

			En el Perú, hasta hace algunas décadas, el proceso mediante el cual se determinaba a los sucesores de una persona fallecida era conocido como ‘declaratoria de herederos’ y se tramitaba exclusivamente en sede judicial. En la actualidad, dicho procedimiento se denomina ‘sucesión intestada’ y puede ser tramitado tanto ante el Poder Judicial como ante notario, conforme a la normativa vigente.

			La sucesión intestada se encuentra regulada en la Sección Tercera del Libro de Sucesiones del Código Civil peruano, y constituye un mecanismo supletorio, complementario o sustitutivo de la sucesión testamentaria (Lohmann, 2002, p. 21).

			Se trata de un procedimiento que se inicia con ocasión del fallecimiento de una persona natural (causante), cuya finalidad es determinar y declarar quiénes son sus sucesores. En ese sentido, cumple una función esencialmente declarativa respecto de la condición de sucesor. 

			Adicionalmente, la sucesión intestada no solo constituye un procedimiento, sino también un título sucesorio, al igual que el testamento en sus diversas modalidades (Ferrero, 1993, p. 682).

			Por razones didácticas, en el presente artículo se utilizará el término ‘sucesión intestada’, aun cuando en nuestro medio sea común utilizar el término ‘declaratoria de herederos’.

			2.	Sucesión indivisa 

			Desde el momento del fallecimiento del causante y hasta la adjudicación de los bienes que integran la masa hereditaria a los sucesores, estos permanecen en una situación de comunidad jurídica denominada sucesión indivisa.

			Esta no constituye una persona jurídica ni un sujeto de derecho con capacidad plena, sino una situación jurídica intermedia que surge desde el fallecimiento del causante y se extiende hasta la partición y adjudicación de los bienes hereditarios. Su existencia es, por naturaleza, transitoria y se orienta a permitir la administración y conservación del patrimonio hereditario mientras se define su distribución.

			En este contexto, el ordenamiento jurídico le reconoce la condición de patrimonio autónomo. Así, conforme a lo dispuesto en el artículo 57 del Código Procesal Civil1, la sucesión indivisa puede ser considerada como tal, otorgándosele determinadas capacidades funcionales destinadas a facilitar la gestión del conjunto de bienes que conforman la masa hereditaria.

			En el ámbito tributario, la sucesión indivisa cuenta con capacidad tributaria, la cual se encuentra expresamente reconocida en el artículo 21 del Código Tributario2. Esta capacidad responde a finalidades instrumentales, tales como el cumplimiento de obligaciones formales, la obtención de un número de Registro Único de Contribuyentes o la presentación de declaraciones juradas.

			En otras palabras, la capacidad contributiva que posee la sucesión indivisa es una habilitación especial que permite que pueda ocupar la posición jurídica de deudor de una obligación tributaria (Ruiz de Castilla, 2023, p. 281).

			No obstante, dicha capacidad no implica el reconocimiento de una capacidad jurídica plena. En particular, no supone, como regla general, que la sucesión indivisa pueda ser titular de derechos patrimoniales en sentido estricto ni que esté habilitada para adquirir o enajenar bienes inmuebles3.

			En consecuencia, la sucesión indivisa no ostenta la calidad de sujeto de derecho en sentido pleno, sino que constituye un patrimonio autónomo con capacidades limitadas y funcionales. En ese marco, la facultad de adquirir y disponer de los bienes corresponde, en principio, a los sucesores, quienes, en su condición de sujetos de derecho, son los titulares de las situaciones jurídicas patrimoniales transmitidas por el causante.

			B.	Autonomía calificadora del derecho tributario

			Como se ha señalado, en el ámbito civil la capacidad para adquirir y enajenar bienes corresponde a los sucesores y no a la sucesión indivisa. Sin embargo, esta regla podría ser matizada en el ámbito tributario en virtud de la denominada autonomía calificadora del derecho tributario.

			Históricamente, el surgimiento de esta autonomía se vincula con el proceso de consolidación del derecho tributario como disciplina jurídica independiente. En este contexto, se desarrolló un intenso debate doctrinario respecto de si el derecho tributario debía sujetarse a las categorías del derecho privado o si, por el contrario, podía construir sus propios conceptos.

			De manera simplificada, una primera posición –representada, entre otros, por Gény en Francia y Berlini en Italia– sostenía que el derecho tributario debía respetar las categorías del derecho civil. En contraste, una segunda posición –defendida por Trotabas en Francia y Vanoni en Italia– postulaba que el derecho tributario debía desarrollar sus propias categorías e instituciones.

			Posteriormente, Giannini propuso una posición intermedia, que terminó por prevalecer, según la cual el derecho tributario, si bien reconoce y puede utilizar las categorías del derecho privado, no se encuentra obligado a seguirlas de manera estricta, pudiendo desarrollar sus propias instituciones cuando ello resulte necesario. En consecuencia, el intérprete debe aplicar las categorías tributarias allí donde estas existan; y, en su defecto, recurrir supletoriamente al derecho privado u otras ramas del derecho (año, p. x). Para un desarrollo más detallado de este debate, puede consultarse a González (1995) y Egas (2004).

			En la actualidad, la autonomía calificadora constituye uno de los pilares del derecho tributario, en la medida en que permite que las normas tributarias definan categorías jurídicas propias, adaptadas a sus fines recaudatorios y de política fiscal.

			Sin embargo, esta autonomía no es absoluta. Su ejercicio se encuentra limitado por los principios y reglas propios del Estado Constitucional de Derecho. En particular, destaca el principio de reserva de ley, recogido en el artículo 744 de la Constitución Política del Perú (en adelante, la Constitución), el cual se desarrolla en el apartado C. 

			Asimismo, la autonomía calificadora debe ejercerse en armonía con los principios de razonabilidad, no confiscatoriedad y seguridad jurídica. En consecuencia, cuando una calificación tributaria se aparta de manera expresa del derecho común, resulta necesario verificar que dicha divergencia haya sido establecida mediante norma con rango de ley y que no implique la introducción de ficciones arbitrarias o carentes de justificación.

			La autonomía calificadora no habilita al legislador –ni, con mayor razón, al reglamento o a la administración– a prescindir de las categorías del derecho común sin establecer, de manera expresa y completa, las consecuencias jurídicas de dicha separación. En particular, cuando se trata de la configuración del hecho imponible, la ley tributaria debe definir todos sus elementos esenciales, incluyendo los criterios de imputación subjetiva y los supuestos de adquisición o transferencia de derechos cuando estos resulten determinantes para la generación de la obligación tributaria.

			En ese sentido, la autonomía calificadora no solo encuentra un límite formal en el principio de reserva de ley, sino también un límite material: la exigencia de coherencia mínima del sistema jurídico y de suficiencia normativa en la construcción del hecho imponible. De lo contrario, no se estaría ante una verdadera calificación tributaria autónoma, sino ante una remisión implícita –y no reconocida– a categorías del derecho privado, generando inconsistencias interpretativas y afectando la seguridad jurídica.

			Habiendo analizado brevemente estos conceptos, corresponde analizar el tratamiento de la transmisión patrimonial derivada de la sucesión desde una doble perspectiva: civil y tributaria, a fin de evaluar la coherencia del sistema y los límites de la autonomía calificadora en el caso objeto de estudio. 

			C.	Principio de reserva de ley

			El principio de reserva de ley constituye uno de los pilares del sistema tributario peruano y encuentra reconocimiento expreso en el artículo 74 de la Constitución. Conforme a dicha disposición, únicamente mediante norma con rango de ley pueden crearse tributos, definirse los hechos imponibles y establecerse los elementos esenciales de la obligación tributaria. Asimismo, la Constitución dispone que toda norma emitida en contravención de dicho mandato carece de eficacia jurídica.

			Este principio exige que la configuración de los elementos esenciales del tributo quede reservada al legislador, constituyendo una manifestación del principio de legalidad y una garantía para los contribuyentes. En ese sentido, opera como un derecho de los ciudadanos a no quedar obligados al pago de tributos cuya configuración no haya sido establecida por una norma con rango de ley (Checa & Gamba, 2012, p. 100).

			En la misma línea, Bravo sostiene que el principio de reserva de ley exige que tanto la hipótesis de incidencia como su consecuencia normativa únicamente puedan ser creadas, modificadas o reguladas mediante norma con rango de ley. Asimismo, precisa que el carácter relativo de este principio permite la intervención del reglamento únicamente cuando los aspectos material, subjetivo, temporal y espacial de la hipótesis de incidencia hayan sido previamente definidos por el legislador, de modo que la potestad reglamentaria se limite a desarrollar la ley sin innovar su contenido (Bravo, 2015, pp. 117 y ss.).

			Por su parte, Ruiz de Castilla señala que el principio de reserva de ley se encuentra estrechamente vinculado con la distribución constitucional de la potestad tributaria, delimitando las competencias de los órganos estatales en la creación normativa. En virtud de este principio, tanto la creación del tributo como la determinación de su estructura corresponden exclusivamente a normas con rango de ley (Ruiz de Castilla, 2023, pp. 132-133). Consecuentemente, los reglamentos únicamente pueden desarrollar el contenido de las disposiciones legales que reglamentan, sin que les sea posible modificar, ampliar o contradecir los elementos establecidos por el legislador (Ruiz de Castilla, 2023, p. 138).

			Dentro de la estructura de la hipótesis de incidencia tributaria, la doctrina identifica como elementos esenciales el aspecto material, subjetivo, temporal, espacial y mensurable. La determinación de cada uno de estos componentes resulta indispensable para la válida configuración del hecho imponible y, por tanto, debe respetar las exigencias derivadas del principio de reserva de ley. Sobre el desarrollo de estos elementos puede consultarse el estudio de Sevillano (2019, pp. 117-191).

			En síntesis, el principio de reserva de ley exige que los elementos esenciales del tributo sean establecidos por el legislador y limita la potestad reglamentaria a una función de desarrollo y ejecución de la ley. Por ello, cualquier intento de crear, modificar o completar dichos elementos mediante normas de inferior jerarquía resulta incompatible con el mandato contenido en el artículo 74 de la Constitución.

			La relevancia de este principio para el presente estudio radica en que la determinación del sujeto adquirente del inmueble, así como de la adquisición cuya posterior enajenación genera la ganancia de capital, constituyen aspectos esenciales de la hipótesis de incidencia del impuesto a la renta. En consecuencia, corresponde analizar si tales elementos han sido efectivamente establecidos por una norma con rango de ley o si, por el contrario, han sido incorporados mediante disposiciones reglamentarias o interpretaciones administrativas, con la consiguiente afectación del principio de reserva de ley.

			III.	TRANSMISIÓN SUCESORIA Y LA SUCESIÓN INDIVISA EN LA LEGISLACIÓN PERUANA

			A continuación, se analiza el marco normativo civil y tributario aplicable al caso. Este examen permitirá demostrar que la atribución a la sucesión indivisa de la capacidad para adquirir y enajenar bienes –y, en consecuencia, generar una ganancia de capital gravada– no se encuentra respaldada por normas con rango de ley, sino únicamente por disposiciones de carácter infralegal. Ello supone una ruptura injustificada con el régimen civil de transmisión sucesoria y carece de sustento en el ejercicio legítimo de la autonomía calificadora del derecho tributario.

			A.	Régimen civil de la transmisión sucesoria

			Para comprender cómo se adquiere la propiedad de un inmueble por vía sucesoria, resulta necesario examinar el régimen de transmisión sucesoria previsto en el Código Civil peruano.

			Siguiendo a Ferrero (1993), la muerte de una persona genera la apertura de la sucesión (p. 98). Conforme con lo dispuesto por los artículos 6605, 6616 y 6627 del Código Civil, la transmisión del patrimonio del causante a sus sucesores se produce desde el momento de la apertura de la sucesión. En este contexto, se distinguen diversas formas de adquisición de la herencia: ipso iure, mediante aceptación y mediante declaración judicial (pp. 133 y ss). Asimismo, la delación es la puesta a disposición de la herencia a quien tiene derecho a ella (pp. 147 y ss). 

			En esta línea, Lohmann (1995, pp. 54-55) distingue entre adquisición y transmisión de la herencia. El autor señala que no son equivalentes, pues mientras la transmisión se produce con el fallecimiento del causante –con la apertura de la sucesión–, la adquisición requiere la concurrencia de la vocación hereditaria, la delación y la aceptación –expresa o tácita–. La transmisión sucesoria opera de forma abstracta hacia los sucesores transitoriamente inciertos, debido a que el patrimonio del causante no puede quedar sin titular. 

			En relación con la sucesión intestada, el mismo autor precisa:

			[…] [L]a conocida como declaratoria de herederos viene a ser, mutatis mutandis, como la institución testamentaria, cuya eficacia sucesoria está supeditada a que el beneficiario no tenga impedimento sucesorio (indignidad, por ejemplo), o a que quiera aceptar. Esto es, producida la declaración judicial o notarial, el llamado por ella todavía no es heredero, a menos que antes haya expresado de algún modo su voluntad en tal sentido. La declaración no determina de manera automática su calidad como heredero, sino solamente la calidad de poder serlo, siempre que lo quiera y tenga aptitud sucesoria. Dicho en breve: el declarado como heredero legal no está obligado a serlo si no quiere, y puede ser apartado cuando concurra alguna causal que lo permita. Rigen para él, ciertamente, las reglas de los artículos 661 y 662, las de indignidad desde luego, y las de aceptación y renuncia. (Lohmann, 2002, p. 23)

			De ello se desprende que, si bien la sucesión se abre con el fallecimiento del causante, la adquisición de la condición de sucesor depende de la aceptación. No obstante, una vez adquirida dicha condición, sus efectos se retrotraen al momento del fallecimiento, produciéndose una continuidad jurídica sin solución de continuidad.

			Este entendimiento no es reciente. Bajo la vigencia del Código Civil de 1936, Echecopar (1946, p. 27) ya señalaba que, en el instante del fallecimiento, todos los bienes se transmiten a los sucesores sin interrupción.

			En consecuencia, conforme al régimen civil peruano, los derechos y obligaciones del causante se transmiten a sus sucesores desde el momento mismo de su fallecimiento, incluso antes de la emisión del acta de sucesión intestada o de la inscripción del testamento.

			En este contexto, la sucesión intestada cumple una función esencialmente declarativa y probatoria de la calidad de sucesor, mas no es constitutiva de derechos.

			Asimismo, conforme con lo establecido en el artículo 673 del Código Civil8, la aceptación de la herencia se presume cuando el llamado no ejerce su derecho de renuncia dentro de los plazos legales: tres meses si se encuentra en el país y seis meses si se encuentra en el extranjero.

			Por tanto, como regla general, la sucesión indivisa no adquiere derechos de propiedad. Estos se transmiten directamente a los sucesores desde el fallecimiento del causante, siendo aquella únicamente una situación transitoria de administración del patrimonio hereditario.

			B.	Régimen tributario de la sucesión indivisa: normativa con rango de ley 

			Resulta común encontrar en la doctrina la afirmación de que la sucesión indivisa puede asumir la condición de contribuyente en diversos supuestos tributarios, sin que, por lo general, se examine críticamente si dicha conclusión encuentra un sustento suficiente en el marco normativo vigente (Medrano, 2018, pp. 55-70; Alva, 2025, p. 139; Picón, 2021, pp. 80 y ss.). En ese contexto, el presente numeral analiza las disposiciones con rango de ley aplicables a la materia, mientras que el literal C desarrolla el marco infralegal. Este análisis permitirá determinar si la regulación vigente respeta el principio de reserva de ley y si el ejercicio de la autonomía calificadora del derecho tributario se ha mantenido dentro de los límites establecidos por el ordenamiento jurídico.

			1.	Trigésimo Quinta Disposición Transitoria y Final de la Ley del Impuesto a la Renta - Decreto Legislativo 945

			La Primera Disposición Transitoria y Final del Decreto Legislativo 945 incorporó a la Ley del Impuesto a la Renta la Trigésimo Quinta Disposición Transitoria y Final, cuyo texto establece que las ganancias de capital derivadas de la enajenación de inmuebles –distintos a la casa habitación– constituyen rentas gravadas de segunda categoría, siempre que la adquisición y enajenación se produzcan a partir del 1 de enero de 20049.

			El supuesto de hecho gravado es, en apariencia, claro: la obtención de una ganancia de capital derivada de la enajenación de un inmueble adquirido y vendido con posterioridad a dicha fecha.

			No obstante, la inclusión de la sucesión indivisa como sujeto comprendido en la norma plantea un problema de técnica legislativa. En la práctica jurídica, la transferencia de un inmueble perteneciente a una masa hereditaria requiere, como presupuesto mínimo, la identificación de los sucesores mediante la sucesión intestada o la apertura del testamento. Solo a partir de dicha identificación –y, en muchos casos, de la inscripción de la sucesión intestada o de la apertura del testamento en los registros de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (en adelante, SUNARP)– es posible celebrar válidamente actos de disposición.

			Antes de ello, no solo existe incertidumbre sobre la titularidad, sino que resulta materialmente inviable formalizar la transferencia de un bien que continúa inscrito a nombre de una persona fallecida. En tal sentido, es la determinación de los sucesores la que hace posible el tráfico jurídico del inmueble y, por ende, la eventual generación de una ganancia de capital.

			Pese a ello, la norma legal no establece cómo la sucesión indivisa podría adquirir un inmueble. En consecuencia, aun admitiendo la autonomía calificadora del derecho tributario, la configuración de una hipótesis en la que dicha entidad adquiera y enajene bienes requeriría una regulación expresa mediante norma con rango de ley, conforme al principio de reserva de ley recogido en la Norma IV del Código Tributario10.

			2.	Artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

			El artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta11 regula el tratamiento fiscal de las rentas generadas con ocasión del fallecimiento de una persona.

			Lo dispuesto en el artículo bajo comentario se puede visualizar de mejor forma en la figura 1.

			[image: ]

			La figura representa las etapas que ocurren desde el fallecimiento del causante hasta la adjudicación de los bienes hereditarios, así como las consecuencias tributarias, conforme con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta. 

			De su contenido se desprende que, desde el fallecimiento del causante hasta la emisión del acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento, las rentas se reputan como obtenidas por una persona natural12. Posteriormente –con la emisión del acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento en la SUNARP–, estas se atribuyen a los sucesores en proporción a su participación en la herencia, y, finalmente, tras la adjudicación de determinados bienes o alícuotas a cada sucesor, cada uno de ellos tributa por los bienes que le han sido asignados.

			Este dispositivo cumple una función estrictamente organizativa en la asignación de rentas para efectos tributarios. Su finalidad es resolver los problemas prácticos derivados de la administración del impuesto durante el periodo de transición sucesoria.

			Conviene precisar que el presente trabajo no cuestiona la finalidad perseguida por el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta. Por el contrario, reconoce que dicha disposición cumple una función instrumental legítima al asegurar la continuidad de la sujeción al impuesto durante el período de transición sucesoria, evitando que la generación de rentas quede temporalmente fuera del ámbito de imposición mientras se determina quiénes son los sucesores. El cuestionamiento desarrollado en este artículo es distinto: consiste en determinar si esa finalidad administrativa puede servir de fundamento para considerar que la sucesión indivisa adquiere la propiedad de los bienes hereditarios o que los sucesores realizan una nueva adquisición con ocasión de la declaratoria de herederos o la inscripción del testamento, cuando ninguna norma con rango de ley establece tales consecuencias.

			El artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta no establece en ninguno de sus párrafos que la sucesión indivisa adquiera la propiedad de los bienes hereditarios. No crea efectos traslativos de propiedad ni atribuye a la sucesión indivisa la condición de sujeto con capacidad para adquirir o enajenar bienes. Tampoco establece que la declaratoria de herederos o la inscripción del testamento constituyan actos de adquisición de propiedad.

			Por el contrario, únicamente establece cómo deben asignarse las rentas producidas por los bienes hereditarios para efectos tributarios. Se trata de una regulación orientada exclusivamente a facilitar la gestión tributaria, sin alterar el régimen sustantivo de la transmisión patrimonial.

			En consecuencia, aun bajo una interpretación sistemática de la Trigésimo Quinta Disposición Transitoria y Final y el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta, no existe disposición legal que regule de manera expresa cómo la sucesión indivisa podría adquirir o transferir bienes inmuebles. 

			Esta omisión impide considerar válidamente la existencia de una hipótesis de incidencia en los términos propuestos por la normativa infralegal, al no haberse definido todos sus elementos esenciales.

			En tales condiciones, no resulta jurídicamente admisible que esta ausencia normativa sea suplida por reglamentos o interpretaciones administrativas, pues ello vulneraría el principio de reserva de ley y desnaturalizaría los límites de la autonomía calificadora.

			En consecuencia, aun cuando se admitiera que el legislador tributario puede apartarse del régimen civil de transmisión sucesoria, lo cierto es que, en el caso analizado, no existe una norma con rango de ley que haya definido de manera expresa cómo la sucesión indivisa adquiriría o transferiría bienes inmuebles para efectos tributarios. Esta omisión impide considerar válidamente configurado el supuesto de hecho gravado, pues no se han establecido todos los elementos necesarios para su operatividad.

			En tales condiciones, no resulta jurídicamente admisible que dicha ausencia normativa sea suplida por disposiciones reglamentarias o interpretaciones administrativas, ya que ello implicaría no solo una vulneración del principio de reserva de ley, sino también una utilización indebida de la autonomía calificadora, al pretender construir una ficción tributaria sin sustento legal suficiente.

			C.	La construcción infralegal de la hipótesis de incidencia 

			Resulta pacífico en el ordenamiento jurídico que las normas reglamentarias no pueden contradecir ni ampliar el contenido de las normas con rango de ley, ni menos aún crear o modificar supuestos de hecho generadores de obligaciones tributarias.

			1.	Decreto Supremo 086-2004-EF

			El Decreto Legislativo 945 estableció que las ganancias de capital por enajenación de inmuebles adquiridos y vendidos a partir del 1.1.2004 se encuentran gravadas13, pero no definió los elementos necesarios para configurar la hipótesis de incidencia en el caso de sucesiones indivisas. 

			Precisamente porque el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta persigue una finalidad de imputación de rentas y continuidad en la recaudación del impuesto, no resulta necesario que el legislador construya una ficción de adquisición del derecho de propiedad por parte de la sucesión indivisa. La continuidad de la tributación puede garantizarse mediante reglas de atribución subjetiva de las rentas sin alterar el régimen civil de transmisión sucesoria ni crear nuevas adquisiciones de propiedad para efectos tributarios.

			En este sentido, el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la renta se limita a establecer la forma en que las rentas deben de ser asignadas para efectos tributarios ante el fallecimiento de una persona hasta el momento en que los bienes que conformen la masa hereditaria sean atribuidos a los sucesores.

			Pese a ello, el Decreto Supremo 086-2004-EF14 –norma de rango reglamentario– estableció la existencia de dos transferencias (dos adquisiciones) del derecho de propiedad: (i) la sucesión indivisa adquiere el inmueble en la fecha de fallecimiento del causante; y, posteriormente, (ii) los sucesores adquieren el inmueble con la emisión del acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento, según corresponda.

			Esta doble adquisición tiene como efecto que el desconocimiento de la fecha en que la propiedad es adquirida y, en consecuencia, gravar una operación que no se encuentra afectada. 

			Así, la hipótesis de incidencia que establece la Ley del Impuesto a la Renta se ve afectada por el referido Decreto Supremo, por establecer que una entidad sin capacidad jurídica plena (la sucesión indivisa) adquiere un inmueble. Luego, la hipótesis de incidencia se ve afectada al establecer que dicha entidad sin capacidad jurídica plena transfiere el derecho de propiedad a los sucesores. 

			Lo dispuesto en el Decreto Supremo 086-2004-EF se puede visualizar de mejor forma en la Figura 2.
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			La figura 2 representa en una línea de tiempo las etapas que ocurren desde el fallecimiento del causante en adelante, así como las consecuencias tributarias, conforme con lo dispuesto en Primera Disposición Transitoria y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF. 

			Esta construcción no solo carece de respaldo legal, sino que contradice el régimen civil de transmisión sucesoria y desnaturaliza el sentido del artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta, cuya finalidad es meramente organizativa.

			En consecuencia, el Decreto Supremo excede los límites de la potestad reglamentaria, invadiendo un ámbito reservado a la ley y vulnerando el principio de reserva de ley tributaria consagrado en el artículo 74 de la Constitución.

			2.	Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

			Sobre la base de la construcción reglamentaria, la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (en adelante, SUNAT) emitió el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000, en el cual reafirma y amplía dicha interpretación.

			En particular, el informe señaló lo siguiente:

			[…] Tratándose de sucesiones indivisas, es decir, cuando aún no se ha dictado la declaratoria de herederos ni se ha inscrito en los Registros Públicos el testamento, la transmisión de bienes inmuebles con ocasión del fallecimiento del causante constituye una adquisición para la sucesión, para los efectos de las normas del Impuesto a la Renta materia de análisis, debiéndose considerar como fecha de tal adquisición la del fallecimiento del causante. 

			Para los mismos efectos, con la emisión de la declaratoria de herederos o la inscripción del testamento en los Registros Públicos, se entiende que en la misma fecha de tales actos, el cónyuge supérstite, los herederos y los demás sucesores a título gratuito, adquieren los inmuebles que forman parte de la masa hereditaria. 

			Cabe señalar que ni en el TUO de la Ley del Impuesto a la Renta ni en su Reglamento, así como tampoco en ninguna otra norma tributaria se ha dispuesto que en los casos en los que se produzca la adjudicación judicial o extrajudicial de los bienes que constituyen la masa hereditaria se entiende producida una adquisición para los efectos de las normas del Impuesto a la Renta materia de análisis.

			[...] resulta congruente que se haya señalado como momento en que se entiende producida la adquisición de los inmuebles de la masa hereditaria por parte del cónyuge supérstite, los herederos y los demás sucesores a título gratuito, en la fecha de emisión de la declaratoria de herederos o de inscripción del testamento en los Registros Públicos; y no se haya dispuesto que se entiende producida la adquisición de tales bienes en los casos en los que se produzca la partición y adjudicación judicial o extrajudicial de los mismos, toda vez que en estos casos, los contribuyentes del impuesto siguen siendo el cónyuge supérstite, los herederos y los demás sucesores a título gratuito, aunque ahora con respecto a las rentas producidas por los bienes adjudicados a cada cual.

			En esa misma línea de argumentación, tratándose de bienes comunes en general, producida la partición y adjudicación judicial o extrajudicial de los bienes en cuestión, no debe entenderse que ha habido una adquisición de los mismos para efectos del pago a cuenta del Impuesto a la Renta a que se refiere el artículo 84°-A del TUO de la Ley del Impuesto a la Renta. (2005)

			Lo dispuesto en el Informe 168-2005-SUNAT/ 2B0000 se puede visualizar de mejor forma en la Figura 3.
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			La figura 3 representa en una línea de tiempo las etapas que ocurren desde el fallecimiento del causante en adelante, así como las consecuencias tributarias, conforme con lo interpretado en el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

			El informe, además de repetir los errores del Decreto Supremo 086-2004-EF, extiende alguno de los efectos, consolidando un esquema de doble adquisición de propiedad, ampliando la aplicación del numeral 3 del referido Decreto Supremo. 

			La consecuencia de esta construcción es particularmente grave: se exige el pago de un tributo sobre la base de una adquisición no prevista por la ley tributaria, ni compatible con el régimen civil.

			En tal escenario, se produce una vulneración directa del principio de reserva de ley, en la medida en que la obligación tributaria no se sustenta en una norma con rango de ley, sino en disposiciones reglamentarias e interpretaciones administrativas. Ni un reglamento ni una interpretación administrativa pueden crear obligaciones tributarias.

			Finalmente, la relevancia del presente análisis trasciende el plano teórico. La problemática descrita ha generado efectos concretos en la práctica, afectando la determinación de obligaciones tributarias en casos reales. En tal sentido, a continuación, se examinarán supuestos específicos que evidencian las consecuencias de esta construcción normativa.

			IV.	EVALUACIÓN CRÍTICA DEL SISTEMA

			El Decreto Legislativo 945 dispuso que las ganancias de capital derivadas de la enajenación de inmuebles, adquiridos a partir del 1 de enero de 2004, constituirían rentas gravadas con el Impuesto a la Renta de segunda categoría cuando fueran obtenidas por personas naturales, sociedades conyugales o sucesiones indivisas. Sin embargo, dicha norma omitió establecer cómo podría una sucesión indivisa –que carece de personería jurídica plena– adquirir o enajenar un bien inmueble.

			Si bien esta norma se aparta de lo previsto por el Código Civil –según el cual los sucesores adquieren los derechos y obligaciones del causante desde el momento de su fallecimiento, sin solución de continuidad– dicha divergencia puede justificarse, en principio, por la autonomía calificadora del derecho tributario. Esta permite al legislador tributario crear sus propias categorías jurídicas con fines fiscales, siempre dentro del marco constitucional y legal. No obstante, los problemas del Decreto Legislativo 945 se hacen evidentes cuando se traslada su aplicación al terreno práctico.

			En el Perú, la sucesión indivisa solo tiene capacidad jurídica limitada. En el ámbito tributario cuenta con capacidad para cumplir determinadas funciones, por ejemplo, obtener un número de Registro Único de Contribuyente y poder cumplir con determinadas obligaciones tributarias. Pero, como regla general, no posee capacidad suficiente para adquirir y enajenar inmuebles. Surge entonces una pregunta clave: ¿cómo puede una entidad sin capacidad jurídica adquirir o transferir la propiedad de un inmueble?

			Imagine el lector el siguiente caso: una persona fallece intestada dejando como único bien un inmueble, y tiene dos hijos. Si un comprador quisiera adquirir el inmueble, lo usual sería que esperara a la sucesión indivisa e, inclusive, su inscripción en Registros Públicos. Pero si, por confianza, decide comprar el inmueble antes de que se realice el procedimiento de sucesión intestada, ¿con quién celebraría el contrato? La única respuesta posible es: con los hijos. Celebrar dicho contrato con la sucesión indivisa sería jurídicamente inviable, ya que esta no tiene capacidad legal para enajenar bienes.

			En consecuencia, tampoco sería jurídicamente aceptable sostener que esta operación –realizada entre los hijos y el comprador antes de realizarse la sucesión intestada– fue celebrada por la sucesión indivisa. No existe norma con rango de ley que así lo disponga. Y como es sabido, en materia tributaria, toda creación de obligaciones debe tener sustento legal expreso.

			Este error conceptual no solo se mantuvo, sino que fue agravado por el Decreto Supremo 086-2004-EF y por el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000. El primero tergiversó el contenido del artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta –norma que solo regula la atribución de rentas, no la titularidad de los bienes–, al establecer dos ficciones sin sustento legal: (i) que la sucesión indivisa adquiere los bienes en la fecha del fallecimiento del causante y (ii) que los sucesores adquieren los bienes desde la fecha del acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento en los Registros Públicos.

			Sin perjuicio de los problemas ya señalados respecto a pretender que una sucesión indivisa pueda adquirir y enajenar bienes, el Decreto Supremo 086-2004-EF genera un problema adicional, como lo es el pretender que existe una segunda adquisición por parte de los sucesores desde la fecha del acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento en los Registros Públicos. Si los bienes son adquiridos desde la muerte del causante, ¿cómo podría interpretarse que existe una nueva adquisición sin norma con rango legal que así lo establezca?

			Por su parte, el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000 extendió aún más el error contenido en el numeral 3 del citado decreto supremo, al considerar que incluso en los casos en que ya se han adjudicado los bienes, la adquisición se entiende realizada desde la fecha del acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento. Esta interpretación, además de ser ajena a toda base legal, vulnera el principio de reserva de ley y contradice los fundamentos del derecho sucesorio.

			Estas inconsistencias ponen en evidencia un problema estructural en la relación entre el derecho tributario y el derecho civil. Resulta indispensable que el legislador armonice ambos sistemas normativos, especialmente cuando se trata de instituciones complejas como la sucesión indivisa. La autonomía calificadora del derecho tributario no puede utilizarse como excusa para construir ficciones jurídicas sin base legal ni coherencia lógica. La seguridad jurídica, la coherencia normativa y el respeto al principio de legalidad exigen una reforma que unifique los criterios civiles y tributarios en torno a la titularidad y enajenación de bienes hereditarios, asegurando así un sistema tributario justo, racional y respetuoso del orden constitucional.

			V.	ANÁLISIS DE ALGUNOS CASOS RELEVANTES

			Teniendo en cuenta lo antes expuesto, resulta sencillo de entender que en muchos casos los administrados simplemente opten por realizar el pago del impuesto y olvidarse del asunto; o, pagar y, posteriormente, solicitar la devolución de este argumentando ser un pago indebido. Tampoco sorprende que el criterio seguido por el Tribunal Fiscal responda a lo establecido en el Decreto Supremo 086-2004-EF y el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000, como se puede comprobar de la revisión de las Resoluciones del Tribunal Fiscal (en adelante, RTF) que a continuación se detallan.

			A.	RTF 12823-4-2013

			En este caso, una sociedad conyugal adquirió un inmueble en una fecha no indicada. Al fallecer el cónyuge causante, la cónyuge supérstite y sus hijos fueron declarados sucesores mediante resolución judicial emitida en julio de 1976. Con anterioridad al año 2004 fallece la cónyuge supérstite; sin embargo, su sucesión intestada fue realizada en enero de 2007, declarándose sucesores a sus hijos. En abril de 2008, los sucesores vendieron el inmueble adquirido de sus padres a un tercero. 

			La SUNAT, amparándose en el Decreto Supremo 086-2004-EF, sostuvo que la fecha de adquisición de la propiedad por los sucesores fue en el año 2007. Además, señaló que, al haberse vendido el inmueble el 2008, dicho inmueble no calificaba como casa habitación de los vendedores, por lo que se encontraban afectos al impuesto a la renta por ganancia de capital. 

			El Tribunal Fiscal resolvió que la ganancia de capital por la venta de la parte alícuota adquirida del padre causante en el año 1976 no se encontraba gravada con el impuesto a la renta; sin embargo, sí se encontraba afecta la venta de la parte alícuota adquirida de la madre causante, por haberse adquirido –en opinión del Tribunal Fiscal– mediante acta de sucesión intestada del año 200715.

			La afectación al patrimonio de los administrados resulta evidente, no solo porque el Decreto Supremo 086-2004-EF transgrede la reserva de ley, sino también porque la Administración Tributaria reconoció en el año 2019 que el argumento que sostuvo dicho reparo carece de sustento técnico. Así, en octubre de 2019, se emitió el Informe 157-2019-SUNAT/7T0000, en el cual la SUNAT reconoció que los ingresos obtenidos por la venta de un inmueble adquirido en dos momentos distintos, uno de ellos antes del 2004, no se encuentra gravada con el impuesto a la renta. 

			B.	RTF 12825-4-2013

			En este caso, una persona –propietaria de un inmueble– falleció intestada en enero del 2001; sin embargo, el acta de sucesión intestada fue realizada en enero de 2007. En abril de 2008, los sucesores vendieron el inmueble adquirido del causante a un tercero. 

			La SUNAT sostuvo que la fecha de adquisición de la propiedad por los sucesores fue en el año 2007. Sin embargo, lo que resulta alarmante es que la SUNAT consideró como fecha de adquisición a la fecha de inscripción de la sucesión intestada en los registros de la SUNARP, contraviniendo el texto del Decreto Supremo 086-2004-EF, el cual ya resulta cuestionable. Por tanto, al haberse vendido el inmueble en 2008, para la SUNAT, la ganancia de capital generada por dicha venta se encontraba gravada con el impuesto a la renta. 

			El Tribunal Fiscal resolvió que la fecha de adquisición del inmueble fue en el año 2007, por lo que consideró que dicha operación se encontraba gravada con el impuesto a la renta16.

			C.	RTF 15955-4-2013

			En este caso, una sociedad conyugal adquirió un inmueble en una fecha no indicada. La cónyuge causante falleció en setiembre de 1983; sin embargo, su sucesión intestada fue realizada en mayo de 2004 e inscrita en los registros de la SUNARP en noviembre de 2006. En dicha sucesión intestada se declararon sucesores al cónyuge supérstite y a los hijos de la causante. En marzo de 1989, falleció el cónyuge supérstite; sin embargo, su sucesión intestada fue realizada en agosto de 2006 e inscrita en los registros de la SUNARP en marzo de 2007. En dicha sucesión intestada se declararon sucesores a los hijos del causante. En mayo de 2007, los sucesores vendieron el inmueble adquirido de sus padres a un tercero. 

			De igual forma que en la RTF 12825-4-2013, en este caso, la SUNAT consideró como fecha de adquisición las fechas de inscripción de las actas de ambas sucesiones intestadas en los registros de la SUNARP y no las fechas de las propias actas, contraviniendo el –cuestionado– texto del Decreto Supremo 086-2004-EF. De esta forma, al haberse vendido el inmueble en mayo de 2007, la ganancia de capital generada por dicha venta se encontraba gravada con el impuesto a la renta.

			 

			El Tribunal Fiscal resolvió que las adquisiciones de las partes alícuotas ocurrieron en los años 2004 y 2006, fechas en las que se realizaron las sucesiones intestadas. Por tanto, dicho ente determinó que la ganancia de capital obtenida por la venta se encontraba afecta al impuesto a la renta17.

			Si bien no compartimos la posición del Tribunal Fiscal, es de reconocer que rechazó la postura de la SUNAT en cuanto dicha entidad pretendía que las fechas de adquisición fueran las correspondientes a la inscripción en los registros de la SUNARP de las actas de sucesión intestada de los causantes. 

			Resulta grave el hecho que el Tribunal Fiscal hiciera prevalecer una norma infralegal frente a otra de norma legal, basándose en el principio de especialidad. La gravedad se entiende desde que la Ley del Impuesto a la Renta no establece que la sucesión indivisa adquiera derechos, sino que esto se establece mediante una norma infralegal (Decreto Supremo 086-2004-EF)18.

			D.	RTF 03801-8-2022 y Casación 17472-2023-LIMA

			Debido a la relativa antigüedad de las resoluciones analizadas hasta este punto, el lector podría suponer que este tema actualmente ya no se discute. Sin embargo, la realidad demuestra que es un tema altamente relevante en la práctica diaria. Si se tiene en consideración que el sector inmobiliario se encuentra en una etapa de crecimiento continuo, la alta demanda por terrenos para construir edificios de vivienda genera que situaciones como las antes comentadas sean frecuentes. En este contexto, recientemente se resolvió un caso sobre la materia, que fue llevado hasta el Poder Judicial. 

			1.	RTF 03801-8-2022

			Este caso presenta algunos elementos que lo vuelven particularmente interesante, pues de forma previa al hecho que resolviera el Tribunal Fiscal, la Administración Tributaria había concedido la razón al contribuyente, considerando que el pago que realizó fue un pago indebido, por no calificar como ganancia de capital gravada, siendo que posteriormente la SUNAT cambió de criterio con motivo de una fiscalización realizada al contribuyente. Sin embargo, para efectos del presente artículo, dicho antecedente no será tenido en cuenta. 

			En este caso, una sociedad conyugal adquirió un inmueble en una fecha no determinada. El cónyuge causante falleció en julio de 1977; sin em- bargo, su sucesión intestada fue realizada en setiembre de 2004 e inscrita en los registros de la SUNARP posteriormente (no se indica la fecha). En dicha sucesión intestada se declararon sucesores a la cónyuge supérstite y al hijo del causante. En mayo de 2003, falleció la cónyuge supérstite; sin embargo, su sucesión intestada fue realizada en setiembre de 2004 e inscrita en los registros de la SUNARP en diciembre de 2005. En dicha sucesión intestada se declaró sucesor al hijo de la causante. En diciembre de 2005 se inscribió la adjudicación de las alícuotas en la partida registral del inmueble heredado. En octubre de 2018, los sucesores vendieron el inmueble adquirido de sus padres a un tercero.

			Al igual que en las RTF 12825-4-2013 y 15955-4-2013, la SUNAT consideró como fecha de adquisición las fechas de inscripción de las actas en los registros de la SUNARP y no las fechas de las propias actas, contraviniendo el propio texto del –cuestionado– Decreto Supremo 086-2004-EF. De esta forma, al haberse vendido el inmueble en octubre de 2018, la ganancia de capital generada por dicha venta se encontraba gravada con el impuesto a la renta. 

			El Tribunal Fiscal resolvió que la adquisición del inmueble por el contribuyente fue en setiembre de 2004, dictaminando que la ganancia de capital obtenida por la venta se encontraba afecta al impuesto a la renta19.

			Este caso es relevante debido a que el contribuyente sustentó su postura en que la venta fue realizada luego de que la sucesión indivisa se había extinguido; es decir, su premisa se sostenía en el hecho que, al haberse extinguido la sucesión indivisa en virtud de la adjudicación, debía de considerarse que la venta fue realizada como persona natural (sucesor). Según este razonamiento, debía de aplicarse el numeral 2 del Decreto Supremo 086-2004-EF, considerándose como fecha de adquisición la fecha del fallecimiento de la causante (2003) y no el segundo párrafo del artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta y consecuentemente numeral 3 del Decreto Supremo 086-2004-EF (en virtud de lo cual la SUNAT consideró como de adquisición la sucesión indivisa). 

			El argumento resulta interesante porque, si bien el numeral 2 del Decreto Supremo 086-2004-EF sí establece que se considera como fecha de adquisición a la fecha de fallecimiento del causante, dicho numeral remite expresamente al primer párrafo del artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta, el cual se refiere a las sucesiones indivisas. 

			Lo más interesante de este caso es que el contribuyente logró obtener una resolución de la Corte Suprema favorable a sus intereses, la cual se analiza a continuación.

			2.	CAS 17472-2023-LIMA

			Este pronunciamiento de la Quinta Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema resolvió el caso que diera mérito a la RTF 03801-8-2022, comentada previamente. 

			Tanto en primera como en segunda instancia judicial, se dio la razón a lo señalado por el Tribunal Fiscal, considerando que el inmueble fue adquirido en setiembre de 2004 –fecha en que se dictó la sucesión intestada de la causante–, por lo que la venta realizada por los sucesores en octubre de 2018 generaba una ganancia de capital afecta al impuesto a la renta de segunda categoría, aplicándose el numeral 3 del Decreto Supremo 086-2004-EF.

			Al respecto, la Corte Suprema analizó si correspondía o no aplicar el referido numeral 3 al caso concreto. Es decir, si se debía o no considerar como fecha de adquisición a la fecha de la sucesión indivisa. De los argumentos expuestos en la sentencia se puede interpretar lo siguiente: la Corte Suprema consideró que para el momento en que se celebró el contrato de compraventa (octubre de 2018) la sucesión indivisa ya se había extinguido, por lo que no cabría aplicar el numeral 3 del Decreto Supremo 086-2004-EF20. Por la misma razón, tampoco cabría aplicar el numeral 2 del Decreto Supremo 086-2004-EF21. Siendo que no existe una norma tributaria que se aplique al caso en concreto, en virtud del principio de supletoriedad, se aplica el artículo 660 del Código Civil, según el cual desde el momento de fallecimiento de una persona todos los derechos y obligaciones son transmitidos a sus sucesores. Además, la Corte Suprema tuvo en consideración que el acta de sucesión intestada tiene carácter declarativo, no pudiendo ser interpretada como un acto constitutivo. Por lo tanto, en el caso concreto, se determinó que la fecha de adquisición fue la fecha de fallecimiento de la causante (mayo de 2003), por lo que la ganancia de capital que se generó en virtud de la enajenación del inmueble no se encuentra afecta al impuesto a la renta. En este sentido, la Corte Suprema declaró nula la RTF 03801-8-2022, así como la Resolución de Intendencia respectiva, ordenando a la SUNAT la devolución de todo lo pagado22.

			[image: ]

			Como puede apreciarse, si bien la Corte Suprema reconoció que la adquisición ocurre desde el fallecimiento del causante, no cuestionó que una norma reglamentaria como el Decreto Supremo 086-2004-EF pudiera crear o modificar los elementos del hecho imponible, en clara vulneración del principio de reserva de ley. 

			Sin perjuicio de que el resultado al que arriba la Corte Suprema resulta compatible con la lógica del derecho civil –al reconocer que la adquisición del inmueble se produce desde el fallecimiento del causante–, la fundamentación empleada presenta una debilidad relevante desde la perspectiva del derecho tributario. En efecto, el análisis judicial parte de la premisa de la inexistencia de una norma tributaria aplicable al caso concreto, lo que justificaría la aplicación supletoria del Código Civil. No obstante, lo relevante del caso no radica únicamente en una falta de regulación adecuada, sino en la existencia de disposiciones reglamentarias que, excediendo su ámbito competencial, han pretendido configurar elementos esenciales de la hipótesis de incidencia.

			En este contexto, se perdió una oportunidad para que la Corte Suprema se pronuncie de manera expresa sobre la validez constitucional del Decreto Supremo 086-2004-EF y de la interpretación administrativa que de él deriva, manteniéndose la inseguridad jurídica. De este modo, si bien se corrigió el resultado en el caso concreto, no se estableció un criterio claro respecto de los límites de la potestad reglamentaria en materia tributaria, ni se desarrolló una doctrina jurisprudencial sólida sobre el alcance del principio de reserva de ley en la configuración de las ganancias de capital en supuestos de transmisión sucesoria.

			VI.	PROPUESTA CORRECTIVA

			A partir del análisis efectuado, se advierte que el principal problema en el tratamiento tributario de la sucesión indivisa no radica únicamente en la existencia de normas reglamentarias que exceden su ámbito competencial, sino también en la falta de una regulación legal clara y coherente sobre la forma en que deben entenderse las transmisiones patrimoniales en este contexto.

			En ese sentido, una interpretación conforme con la Constitución y con el sistema jurídico en su conjunto exige reconocer que, en ausencia de una norma con rango de ley que establezca expresamente lo contrario, resultan plenamente aplicables las reglas del derecho civil sobre transmisión sucesoria. En particular, debe entenderse que los sucesores adquieren los bienes, derechos y obligaciones del causante desde el momento de su fallecimiento, sin solución de continuidad, y que la sucesión intestada o la inscripción del testamento tienen únicamente un carácter declarativo y no constitutivo de derechos.

			Bajo esta premisa, la sucesión indivisa no puede ser considerada, ni siquiera para efectos tributarios, como un sujeto con capacidad para adquirir o enajenar bienes inmuebles. Su reconocimiento en el ámbito tributario responde exclusivamente a finalidades de carácter instrumental, vinculadas a la administración, control y recaudación de tributos, tales como la posibilidad de contar con un número de Registro Único de Contribuyentes o de cumplir con obligaciones formales.

			En consecuencia, no resulta jurídicamente admisible sostener que la sucesión indivisa adquiere bienes al momento del fallecimiento del causante, ni que exista una segunda adquisición a favor de los sucesores con ocasión de emitirse el acta de sucesión intestada o inscribirse el testamento en los registros de la SUNARP. Tales construcciones no solo carecen de sustento en una norma con rango de ley, sino que generan una ruptura injustificada entre el tratamiento civil y tributario de la transmisión sucesoria, desconociendo tanto la dogmática jurídica como la realidad de las operaciones económicas.

			Esta disociación produce, además, efectos prácticos indeseables, al introducir incertidumbre en la determinación de la base imponible y en la identificación del sujeto pasivo, así como al permitir la imposición de cargas tributarias sobre la base de adquisiciones ficticias.

			Por ello, resulta necesario que el legislador establezca de manera expresa que las diferencias en el tratamiento tributario de la sucesión indivisa tienen un carácter exclusivamente funcional, orientado a facilitar la gestión y fiscalización de los tributos, sin que ello implique la creación de nuevas categorías sustantivas en materia de titularidad o transferencia de derechos.

			En particular, cualquier regulación futura debería dejar claramente establecido que: (i) la sucesión indivisa no adquiere ni transfiere bienes inmuebles; (ii) los sucesores son considerados propietarios desde el fallecimiento del causante para todos los efectos jurídicos, incluidos los tributarios; y (iii) las reglas especiales del derecho tributario en esta materia tienen como único propósito ordenar la atribución de rentas y el cumplimiento de obligaciones fiscales, sin alterar la naturaleza ni el momento de la adquisición de los bienes.

			Solo a través de una regulación de este tipo será posible garantizar la coherencia del ordenamiento jurídico, la seguridad jurídica de los contribuyentes y el pleno respeto al principio de reserva de ley en materia tributaria.

			VII.	CONCLUSIONES

			–	En el derecho civil peruano, la transmisión del patrimonio del causante a sus sucesores se produce desde el momento mismo de su fallecimiento, sin solución de continuidad. En este marco, la sucesión indivisa no constituye un sujeto de derecho con capacidad jurídica plena, sino un patrimonio autónomo de carácter transitorio, carente –como regla general– de facultades para adquirir o enajenar bienes inmuebles. 

			–	La sucesión intestada cumple una función meramente declarativa y probatoria de la calidad sucesoria, mas no constitutiva de derechos. En consecuencia, no genera una adquisición de propiedad, sino que reconoce una situación jurídica preexistente.

			–	En el ámbito tributario, si bien el Código Tributario y la Ley del Impuesto a la Renta reconocen a la sucesión indivisa capacidad tributaria, esta tiene carácter instrumental y está orientada a facilitar la administración, declaración y pago de tributos.

			–	El principio de autonomía calificadora del derecho tributario permite apartarse de las categorías del derecho civil; sin embargo, su ejercicio no es irrestricto. Se encuentra limitado por el principio de reserva de ley, así como por exigencias de coherencia normativa y razonabilidad en la configuración del hecho imponible.

			–	En materia tributaria, la creación de la hipótesis de incidencia y la definición de sus elementos esenciales deben emanar necesariamente de una norma con rango de ley. En particular, cuando se pretende atribuir efectos jurídicos distintos a los previstos en el derecho común, resulta indispensable una regulación expresa, completa y suficiente.

			–	En el ordenamiento jurídico peruano, no existe en la legislación tributaria con rango de ley que establezca la forma en que una sucesión indivisa pueda adquirir inmuebles, así como tampoco establece que la sucesión indivisa pueda transferirlo posteriormente a favor de los sucesores con ocasión de la sucesión intestada o la inscripción del testamento.

			–	El Decreto Supremo 086-2004-EF y el Informe 168-2005-SUNAT/2B0000 han construido, a nivel reglamentario y administrativo, una doble adquisición de propiedad: (i) que la sucesión indivisa adquiere la propiedad del inmueble al momento del fallecimiento del causante; y (ii) que los sucesores adquieren la propiedad del inmueble con la emisión del acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento, según corresponda. 

			–	Lo establecido por el Decreto Supremo 086-2004-EF y el Informe 168-2005-SUNAT/ 2B0000 carece de sustento legal y excede los límites de la potestad reglamentaria.

			–	En consecuencia, no se encuentra válidamente configurado el supuesto de hecho que permitiría gravar una supuesta ganancia de capital atribuible a la sucesión indivisa, en la medida en que no se han definido por ley los elementos esenciales de dicha hipótesis de incidencia.

			–	Toda interpretación que sostenga que la sucesión indivisa adquiere los bienes hereditarios, o que los sucesores los adquieren recién con el acta de sucesión intestada o la inscripción del testamento, resulta incompatible con el régimen civil de transmisión sucesoria y con el marco legal tributario vigente. Dichas interpretaciones contravienen la lógica del sistema jurídico y permiten la exigencia de tributos sin sustento legal suficiente.

			–	Lo resuelto por la Corte Suprema en la Casación 17472-2023-LIMA evidencia un avance hacia la corrección de estas distorsiones, al reconocer que la adquisición de la propiedad por los sucesores se produce desde el fallecimiento del causante, en concordancia con el régimen civil.

			–	La finalidad administrativa perseguida por el artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta resulta compatible con el ordenamiento constitucional y cumple una función relevante para asegurar la continuidad de la tributación durante el período de transición sucesoria. Sin embargo, dicha finalidad no autoriza a que normas reglamentarias o interpretaciones administrativas introduzcan nuevas adquisiciones de propiedad o configuren hipótesis de incidencia no previstas por la ley. 

			–	En este contexto, corresponde al legislador establecer, mediante norma con rango legal, las reglas especiales que resulten necesarias para compatibilizar la gestión tributaria con el régimen civil de transmisión hereditaria, sin desnaturalizar ninguno de ambos sistemas, incluyendo los alcances del tratamiento tributario de la sucesión indivisa, delimitando con claridad los supuestos en los que la autonomía calificadora puede operar, a fin de evitar interpretaciones extensivas o reglamentarias que vulneren el principio de reserva de ley. 

			–	Finalmente, se propone que el tratamiento tributario de las transmisiones sucesorias respete el régimen civil de adquisición de la propiedad, reservando las ficciones tributarias únicamente para fines de gestión y control, sin que estas puedan generar efectos sustantivos como la creación de nuevas adquisiciones o transferencias inexistentes en la realidad jurídica, dejando a salvo los objetivos administrativos recaudatorios y, por tanto, los efectos tributarios de pagos que podrían haberse realizado. [image: ]
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					1	Artículo 57.- Toda persona natural o jurídica, los órganos constitucionales autónomos y la sociedad conyugal, la sucesión indivisa y otras formas de patrimonio autónomo, pueden ser parte material de un proceso (1992).

				

				
					2	Artículo 21.-

					Tienen capacidad tributaria las personas naturales o jurídicas, comunidades de bienes, patrimonios, sucesiones indivisas, fideicomisos, sociedades de hecho, sociedades conyugales u otros entes colectivos, aunque estén limitados o carezcan de capacidad o personalidad jurídica según el derecho privado o público, siempre que la Ley le atribuya la calidad de sujetos de derechos y obligaciones tributarias. (1996)

				

				
					3	En todo caso, la posibilidad de adquirir bienes sí puede predicarse respecto a casos en los que existe colación de un bien donado por el causante en vida, y que no fue materia de dispensa de colación. 

				

				
					4	Artículo 74.-

					Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o decreto legislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto supremo.

					Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y tasas, o exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer la potestad tributaria, debe respetar los principios de reserva de la ley, y los de igualdad y respeto de los derechos fundamentales de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio.

					Las leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre materia tributaria. Las leyes relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero de enero del año siguiente a su promulgación.

					No surten efecto las normas tributarias dictadas en violación de lo que establece el presente artículo. (1993)

				

				
					5	Artículo 660.- Desde el momento de la muerte de una persona, los bienes, derechos y obligaciones que constituyen la herencia se trasmiten a sus sucesores (1984).

				

				
					6	Artículo 661.- El heredero responde de las deudas y cargas de la herencia sólo hasta donde alcancen los bienes de ésta. Incumbe al heredero la prueba del exceso, salvo cuando exista inventario judicial (1984).

				

				
					7	Artículo 662.-

					Pierde el beneficio otorgado en el artículo 661 el heredero que:

					1.	Oculta dolosamente bienes hereditarios.

					2.	Simula deudas o dispone de los bienes dejados por el causante, en perjuicio de los derechos de los acreedores de la sucesión. (1984)

				

				
					8	Artículo 673.-

					La herencia se presume aceptada cuando ha transcurrido el plazo de tres meses, si el heredero está en el territorio de la República, o de seis, si se encuentra en el extranjero, y no hubiera renunciado a ella. Estos plazos no se interrumpen por ninguna causa. (1984)

				

				
					9	Disposiciones Transitorias y Finales

					Primera.- Ganancias de capital devengadas a partir del 1.1.2004

					Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de inmuebles distintos a la casa habitación, efectuadas por personas naturales, sucesiones indivisas o sociedades conyugales que optaron por tributar como tales, constituirán rentas gravadas de la segunda categoría siempre que la adquisición y enajenación de tales bienes se produzca a partir del 1.1.2004. (2003)

				

				
					10	Norma IV: Principio de Legalidad - Reserva de Ley

					Sólo por Ley o por Decreto Legislativo, en caso de delegación, se puede:

					a)	Crear, modificar y suprimir tributos; señalar el hecho generador de la obligación tributaria, la base para su cálculo y la alícuota; el acreedor tributario; el deudor tributario y el agente de retención o percepción; sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 10; […]. (1996)

				

				
					11	Artículo 17.-

					Las rentas de las sucesiones indivisas se reputarán, para los fines del impuesto, como de una persona natural, hasta el momento en que se dicte la declaratoria de herederos o se inscriba en los Registros Públicos el testamento.

					Dictada la declaratoria de herederos o inscrito el testamento y por el periodo que transcurra hasta la fecha en que se adjudiquen judicial o extrajudicialmente los bienes que constituyen la masa hereditaria, el cónyuge supérstite, los herederos y los demás sucesores a título gratuito deberán incorporar a sus propias rentas la proporción que les corresponda en las renta de la sucesión de acuerdo con su participación en el acervo sucesorio, excepto en los casos en que los legatarios deban computar las producidas por los bienes legados.

					A partir de la fecha en que se adjudiquen judicial o extrajudicialmente los bienes que constituyen la masa hereditaria, cada uno de los herederos deberá computar las rentas producidas por los bienes que se les haya adjudicado. (1993)

				

				
					12	En la práctica, la sucesión intestada es denominada ‘Sucesión Intestada de (nombres y apellidos del causante)’, pudiendo obtener un número de registro único tributario o inscribirse de esta forma en los registros municipales de propiedad. 

				

				
					13	Salvo que se trate de una casa habitación, para lo cual se deberán de cumplir con dos requisitos: (i) que el inmueble sea de propiedad del enajenante cuando menos por dos años; y (ii) que sea el único inmueble del enajenante. 

				

				
					14	Disposiciones Transitorias

					Primera.- Ganancias de capital devengadas a partir del 1.1.2004

					Para efecto de lo dispuesto en la Primera Disposición Transitoria y Final del Decreto Legislativo 945, se tendrá en cuenta lo siguiente:

					1.	No estará gravada con el Impuesto la enajenación de inmuebles cuya adquisición se haya realizado con anterioridad al 1.1.2004, a título oneroso o gratuito, mediante documento de fecha cierta.

					2.	Tratándose de sucesiones indivisas a que se refiere el primer párrafo del Artículo 17° de la Ley, se reputará como fecha de adquisición del inmueble a la fecha de fallecimiento del causante. 

					3.	En el caso de personas naturales a que se refiere el segundo párrafo del Artículo 17° de la Ley, se considera como fecha de adquisición a la fecha en que se dicte la sucesión intestada o se inscriba el testamento en los Registros Públicos. (2004)

				

				
					15	Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló: 

					Que de lo expuesto se advierte que a partir de dicha fecha (11 de enero de 2007), la recurrente en calidad de heredera de […], debía incorporar a sus propias rentas la proporción que le correspondía en las rentas de tal sucesión de acuerdo con su participación en el acervo sucesorio, al haberse dictado la referida sucesión intestada, constituyéndose a dicha fecha en copropietaria de los derechos y acciones que correspondía a la citada causante, reputándose las indicadas rentas a la recurrente en su calidad de persona natural a partir de la mencionada fecha, de conformidad con lo establecido en el artículo 17° de la Ley del Impuesto a al Renta, considerándose además conforme con lo establecido en el numeral 3 de la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, que a dicha fecha adquirió la referida proporción del inmueble en mención.

					Que habiendo adquirido la recurrente la indicada proporción del referido inmueble ubicado en […], con posterioridad al 1 de enero de 2004, su transferencia se encontrará afecta con el Impuesto a la Renta por la indicada proporción. (RTF 12823-4-2013)

				

				
					16	Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló:

					Que consecuentemente, toda vez que al 4 de abril de 2008, fecha de celebración del contrato de compra venta antes aludido, ya se había dictado la sucesión intestada conforme se ha indicado y la recurrente se encontraba incursa en los alcances del segundo párrafo del artículo 17°, le resultaba aplicable lo dispuesto por el numeral 3 de la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, a efecto de establecer la fecha de adquisición del bien inmueble enajenado, y en consecuencia ésta es la fecha en que se dictó la sucesión intestada, esto es, el 5 de enero de 2007.

					[…]

					Que tal como se ha señalado precedentemente, al haberse dictado la declaratoria de herederos con anterioridad a la celebración del contrato de compra venta, la recurrente era contribuyente del Impuesto a la Renta siendo que de conformidad con el Decreto Supremo N° 086-2004-EF, la fecha de adquisición del inmueble enajenado era el 5 de enero de 2007, fecha en que se dictó la sucesión intestada, por lo que carece de sustento lo alegado por la recurrente en cuanto a que debe de considerarse como fecha de adquisición del inmueble el 29 de marzo de 2001, fecha de fallecimiento del causante. 

					Que asimismo cabe precisar que si bien el numeral 2 del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, establece que se reputará como fecha de adquisición del inmueble enajenado a la fecha de fallecimiento de causante, dicho supuesto está previsto para los casos en los que las sucesiones indivisas son las que efectúan la enajenación del bien, toda vez que en dicho supuesto son dichas entidades los contribuyente del Impuesto a la Renta, dejando de existir como tales a partir de la declaratoria de herederos, como suceden en el caso de autos; por lo que lo alegado por la recurrente en el sentido contrario carece de sustento. (RTF 12825-4-2013) 

				

				
					17	Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló:

					Que conforme se puede apreciar, a la fecha en que el recurrente transfirió las acciones y derechos que le correspondían por el mencionado inmueble, se habían dictado las sucesiones intestadas de […] y […], mediante el acta notarial del 17 de mayo de 2004 y Resolución No […] del […] Juzgado Civil de Lima de 22 de agosto de 2006, respectivamente, por lol que de acuerdo con lo establecido en el artículo 17° de la Ley del Impuesto a la Renta, el recurrente en su calidad de heredero debía incorporar a sus propias rentas la proporción que le correspondía en las rentas de la sucesión, siendo que conforme con la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, la fecha de adquisición de tales acciones y derechos correspondían a la fecha en que se dictaron las sucesiones intestadas, esto es, el 17 de mayo de 2004 y 22 de agosto de 2006, respectivamente, y en consecuencia al haber transferido el inmueble el […] 2007, dicha operación constituía una ganancia de capital, la que se encuentra gravada como renta de segunda categoría […]. (RTF 15955-4-2013)

				

				
					18	Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló:

					[…] cabe señalar que el artículo 17° de la Ley del Impuesto a la Renta, establece que una vez dictada la declaratoria de herederos hasta que se adjudiquen los bienes de la masa hereditaria, los herederos deberán incorporar a sus rentas la proporción que les corresponde en las rentas de la sucesión, por lo que la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF ha dispuesto que se considera como fecha de adquisición a al fecha en que se dicte la sucesión intestada, entre otros, en tal sentido por el principio de especialidad de la norma, en materia del Impuesto a la Renta para los efectos de determinar si se encuentra gravada la operación de venta de bienes inmuebles deberá verificarse que el recurrente haya adquirido el inmueble a partir del año 2004, conforme a lo dispuesto en la norma tributaria (ley especial), la que prima respecto de lo dispuesto en el artículo 660° del Código Civil (ley general), lo que se encuentra acreditado en autos, por lo que no resulta amparable el alegato formulado por el recurrente. (RTF 15955-4-2013)

				

				
					19	Al respecto, el Tribunal Fiscal señaló: 

					Que de lo expuesto, se advierte que el 26 de octubre de 2018, fecha de celebración del contrato de compra venta antes aludido, ya se había dictado la sucesión intestada, y el recurrente se encontraba incurso en los alcances del segundo párrafo del artículo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta, por lo que le resultaba aplicable lo dispuesto por el numeral 3 de la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, y, en ese sentido, el recurrente adquirió el 25% de las acciones y derechos del inmueble enajenado el 3 de setiembre de 2004, fecha en que se dictó la sucesión intestada.

					Que estando a lo expuesto y considerando que la adquisición del bien enajenado se produjo con posterioridad al 1 de enero de 2004, la venta realizada por el recurrente se encontraba gravada con el Impuesto a la Renta como renta de segunda categoría, por lo que el reparo bajo análisis se encuentra arreglado a ley, correspondiente confirmar la apelada. 

					Que tal como se ha señalado precedentemente, al haberse dictado la declaratoria de herederos con anterioridad a la celebración del contrato de compraventa, el recurrente tenía la calidad de contribuyente del Impuesto a la Renta siendo que de conformidad con el numeral 3 de la Primera Disposición Transitoria del Decreto Supremo N° 086-2004-EF, la fecha de adquisición del 25% de las acciones y derechos del inmueble enajenado fue el 3 de setiembre de 2004, fecha en que se dictó la sucesión intestada, por lo que carece de sustento lo alegado por el recurrente en cuanto a que debe de considerarse como fecha de adquisición del inmueble el 11 de mayo de 2003, fecha de fallecimiento del causante. (RTF 03801-8-2022)

				

				
					20	Pues lo dispuesto en dicho numeral solo se aplicaría desde la fecha de la sucesión indivisa (o inscripción del testamento en los Registros Públicos) hasta la fecha de adjudicación a favor de los sucesores. 

				

				
					21	Pues lo dispuesto en dicho numeral solo se aplicaría si el bien se hubiera vendido durante el periodo de existencia de la sucesión indivisa. 

				

				
					22	Al respecto, en la CAS 17472-2023-LIMA, la Corte Suprema señaló: 

					2.23. Al respecto, es pertinente hacer referencia al principio de supletoriedad, que está vinculado a la relación entre las disposiciones de diversas ramas o subsistemas de nuestro ordenamiento jurídico, por el cual lo regulado en un cuerpo normativo puede ser aplicable a otro, siempre y cuando no sea incompatible, para evitar la existencia de lagunas jurídicas. 

					2.24. Con relación a la aplicación supletoria del Código Civil a otro tipo de relaciones jurídicas reguladas por otras leyes, el artículo IX del título preliminar del Código Civil señala lo siguiente:

					Artículo IX.- Aplicación supletoria del Código Civil

					Las disposiciones del Código Civil se aplican supletoriamente a las relaciones y situaciones jurídicas reguladas por otras leyes, siempre que no sean incompatibles con su naturaleza. 

					2.25. Ahora bien, en el ámbito tributario prima el principio de especialidad; no obstante, será pertinente la aplicación de normas distintas a las tributarias siempre que no se opongan ni las desnaturalicen, y supletoriamente se aplicarán los principios del derecho tributario o, en su defecto, los del derecho administrativo. Así, la norma IX del título preliminar del Texto Único Ordenado del Código Tributario señala lo siguiente:

					NORMA IX: APLICACIÓN SUPLETORIA DE LOS PRINCIPIOS DEL DERECHO

					En lo no previsto por este Código o en otras normas tributarias podrán aplicarse normas distintas a las tributarias siempre que no se les opongan ni las desnaturalicen. Supletoriamente se aplicarán los Principios del Derecho Tributario, o en su defecto, los Principios del Derecho Administrativo y los Principios Generales del Derecho. 

					2.26. Por lo tanto, a fin de determinar si la enajenación del inmueble materia de litis, efectuada el veintiséis de octubre de dos mil dieciocho, se encontraba o no gravada con el impuesto a la renta de segunda categoría, corresponde que esta Sala Suprema determine si el recurrente adquirió el derecho de propiedad sobre el bien inmueble con anterioridad al 01 de enero de 2004.

					2.27. Teniendo en cuenta los hechos expuestos, el artículo 61 del Código Civil refiere que la muerte pone fin a la persona; en consecuencia, desde el momento de la muerte de una persona, los bienes, derechos y obligaciones que constituyen la herencia se transmiten a sus sucesores, tal como lo prescribe el artículo 660 del Código Civil. Así, se genera un cambio de titularidad en el patrimonio del causante y son los sucesores los llamados a heredar, debido a que tienen vocación hereditaria.

					2.28. En tal sentido, el acta que contiene la declaratoria de herederos es de carácter declarativo, es decir, se reconocen los derechos ya existentes que surgen al momento del fallecimiento del causante; siendo necesario, sin embargo, que, para el ejercicio de los derechos y obligaciones, la calidad de heredero sea reconocida por el funcionario competente, como es el juez o el notario. 

					2.29. Por lo tanto, en el caso, el inmueble enajenado por el recurrente fue adquirido por este en su calidad de heredero desde el momento de la muerte de sus padres, […] y […], quienes fallecieron intestados el 11 de mayo de 2026 y el 25 de julio de 1977, respectivamente; es decir, la adquisición ocurrió con anterioridad al 01 de enero de 204, de conformidad con lo establecido en el artículo 660 del Código Civil. Asimismo, dicho bien fue enajenado como persona natural el 26 de octubre de 2018 y no como miembro de la sucesión intestada, pues esta ya se encontraba extinguida con la declaratoria de herederos en virtud del numeral 2 de la primera disposición transitoria del Decreto Supremo N.° 086-2004-EF.

					2.30. Cabe precisar que, los bienes no han sido enajenados durante la existencia de la sucesión pues, de ser así se tendrían que haber incorporado las rentas que corresponden de la sucesión; no obstante, ello se realizó el 28 de diciembre de 2018, cuando ya estaba extinguida la sucesión intestada con la adjudicación extrajudicial de los bienes de la sucesión, por lo que resulta aplicable el supuesto establecido en el numeral 1 del Decreto Supremo N.° 086-2004-EF.

					2.31. Por las consideraciones antes expuestas, corresponde declarar fundadas las infracciones de naturaleza sustancial denunciadas por el recurrente. (2013)
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Cuadro 3:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

élﬂm Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
EExpropiacion esté gravada con el impuesto a la renta?
s " Expediente 00319-2013-PA/TC
Resolucién 11339-3-2015 C““'i’;:;gfgzzs?ﬁm"“a {caso Sociedad Agricola
v ima San Agustin S.A.)
Posicién

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expro-
piacién de un bien no se encuen-
tra gravada con el impuesto a la
renta

Suspensién de la prescripcién de la obligacién tributaria

ROO 00549-Q-2024

Precedente Judicial
11947-2022-Lima

Expediente 2051-2016-AA/TC
(caso Paramonga)

Si en un procedimiento de impug-
nacién se declara la nulidad de los
valores o del procedimiento con el
que se emitieron, la suspensién del
cémputo del plazo de prescripcion
solo operard durante los plazos le-
gales aplicables para resolver dichos
recursos.

La regla del Decreto Legislativo 1311
(la suspensién opera solo dentro
de los plazos legales para resolver)
se aplica a todas las reclamaciones
interpuestas a partir de su vigencia
(31.12.2016). No condiciona esta
aplicacién a que se haya declarado
Ia nulidad de los valores o del proce-
dimiento de fiscalizacién.

Inaplica la suspensién indefinida
de la prescripcién por considerarla
una mora administrativa inconsti-
tucional, ordenando que todo ex-
ceso del plazo legal para resolver
compute a favor del contribuy:
te, sin importar la fecha de inicio
del reclamo ni condicionarlo es-
trictamente a una nulidad.

Inicio del cémputo del plazo prescriptorio de la accién para cobrar deudas tributarias aduaneras antes de la modificacién

del Decreto Legislativo 1433

Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial
7275-2021-Lima

Expediente 04068-2023-PA/TC
(caso Kallpa S.A)

El plazo prescriptorio de la facultad
dela Administracién para determinar
la obligacién tributaria (aduanera) y
aplicar sanciones, asi como para exi-
gir el pago de estas se iniciaba de for-
ma simulténea o en conjunto.

La facultad de la Administracién para
determinar la obligacién tributaria
(aduanera) y aplicar sanciones, asi
como para exigir el pago de estas,
no acontece de forma simulténea,
sino en dos momentos diferentes e
identificables; por lo que el inicio del
cémputo del plazo prescriptorio de
ambas facultades se realiza de for-
ma secuencial, inclusive antes de la
modificacién realizada por el Decreto
Legislativo 1433.

El Tribunal Constitucional aclara
que la configuracién primigenia
del articulo 155 de la Ley General
de Aduanas establecia un esque-
ma de cémputo simulténeo (o
conjunto). Sin embargo, tras la
modificacién mediante el Decre-
to Legislativo 1433, se pasé a ré-
gimen de cémputo secuencial o
diferenciado.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 6

Tributos donde hay retencién en la fuente cuando el hecho imponible ocurra:
@ En Perti, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:

Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcién a la ratificacion del MLI por Brasil.
Perd-Canada 01/01/2026 01/01/2026

Peri-Chile 01/01/2026 01/01/2026
Peri-Corea 01/01/2026 01/01/2026
Peri-México 01/01/2026 01/01/2026
Perd-Portugal 01/01/2026 01/01/2026

Fuente: Elaboracién propia





OEBPS/image/Guadalupe_graf_9.jpg
Grifico 9: Esquema ‘mixto’ en el régimen infraccional aduanero

-
Hechos y circunstancias (articulo 194 LGA)

Al aplicar las sanciones se debe tener en cuentalos hechos y
las circunstancias que se hubiesen presentado respecto a la
comision dela infraccién y la reincidencia, de tal manera que
Ia sanci6n a imponerse sea proporcional a la gravedad de la
infraccion cometida. El Reglamento establece los lineamien-
tos generales para la aplicacidn de lo dispuesto en el pérrafo

precedente.

Determinacién de Determinacién de Lineamientos (articulo 248 RLGA)
la infraccién — lamulta { J

) La gravedad del dafio o perjuicio econmico causado.
\ J [\ ) < | b tascircunstancias de la comisién de la infraccién.
Y Y ©) La existencia 0 no de intencionalidad en la conducta del

infractor.
d) La subsanacién voluntaria de Ia conducta infractora.
&) Reincidencia dentro del plazo establecido.

) La categoria del operador de comercio exterior infractor.
£) La condicion de operador econémico autorizado del

infractor.
h) Elimpacto de la comi

aduanero.
i) Laimposibilidad de graduar la sancién.

Los lineamientos son aplicados de manera conjunta o alterna-
tiva, de acuerdo con lo establecido por la autoridad aduanera
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Figura 3: Representacion grafica del Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
Lo sucesién in- - Cada uno de los herederos adquiere (a
divisa _adquiere prorrata) en la fecha de la declaratoria de
en la fecha del herederos o la inscripcién del testamento.
fallecimiento del - El Decreto Supremo 086-2004-EF no otorga
causante. efecto especial a la adjudicacién judicial 0
- Informe  168- extrajudicial de los bienes a los herederos,
2005-SUNAT/ por lo que se mantiene la fecha de adqui-
2B0000. sicién a la declaratoria de herederos o la

inscripcién del testamento.
- Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 4

col ¢Es CDI cubierto para Peri? if'eﬂ::::::ogm RElulhd:; :.:Ir:n r;;diﬁﬂdg

Peri-Brasil si si si
Peri-Canada si si si
Perd-Chile si si si
Peri-Corea si si si
Perd-Japon®s No No No
Peri-México si si si
Peru-Portugal si si si
Pert-Reino Unido® No No No
Peri-Suiza si No No

Fuente: Elaboracion propia
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Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 7

Tributos donde no hay retencién en la fuente para los impuestos aplicables por periodos que

i En Pert, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:
Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcion a la ratificacion del MLI por Brasil.
Peri-Canadi 01/01/2027 01/04/2026
Peri-Chile 01/01/2027 01/01/2027
Peri-Corea 01/01/2027 01/04/2026
Peri-México 01/01/2027 01/01/2027
Perd-Portugal 01/01/2027 01/04/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 1: Normas relevantes del sector telecomunicaciones vigentes al 1 de enero de 2026

TUO de la ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 013-93-TCC)

Articulo 60.- La utilizacion del espectro radioeléctrico dard lugar al pago de un canon que deberan satisfacer los titulares de
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento
respectivo seffalard los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y
Construccién, los que serén aprobados mediante Decreto Supremo.

Articulo 101.- Los ingresos recaudados por concepto de derechos, tasas, canon y multas, luego de la aplicacién a los fines
especificos que se considera en esta Ley, serén destinados exclusivamente al desarrollo de las telecomunicaciones, al control
y monitoreo del espectro radioeléctrico y a sufragar las obligaciones contraidas con los organismos internacionales de tele-
comunicaciones.

TUO del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 020-2007-MTC)

Articulo 137.- Causales de resolucién del contrato
El contrato de concesién se resuelve por:
[

6. Incumplimiento del pago del canon por dos (2) afios calendario consecutivos, salvo que cuente con fraccionamiento vigen-
te 0 se haya dejado en suspenso la exigibilidad de las obligaciones econdmicas conforme a lo establecido en la Ley General
del Sistema Concursal.

Articulo 231.- Canon anual
El canon anual que deben abonar los titulares de concesiones o autorizaciones por concepto del uso del espectro radioeléc-
trico, se calcula aplicando los porcentajes que se fijan a continuacién sobre la UIT, vigente al primero de enero del afio en que
corresponde efectuar el pago

[

a) Sistema de transmisién analdgico.

Por cada estacién terrestre o satelital que utilice sistemas multicanales por frecuencia de transmisién y por capacidad insta-
lada del sistema:
Hasta 12 canales
]

a) Servicio telefénico mévil, servicio de comunicaciones personales y teleservicio mévil de canales mltiples de seleccién
automética (troncalizado).

Se aplica la siguiente férmula:

C=CAB x NF x CA x CPB x CPZ x FS x PO — CEI

Donde:

C: es el canon anual por el uso del espectro radioeléctrico

CAB: es el coeficiente de ancho de banda

NF: es el nimero de bandas, sub-bandas y canales de frecuencias asignados conforme a las canalizaciones respectivas, para
la prestacién del servicio en una zona determinada

CA: es el coeficiente de 4rea

CPB: es el coeficiente de ponderacién por bandas de frecuencias

CPZ: es el coeficiente de ponderacién por zona

FS: es el coeficiente de participacién por servicio

PO: es el presupuesto objetivo

CEI: es el coeficiente de expansion de infraestructura y/o mejora tecnoldgica de la infraestructura

Los factores y conceptos de la férmula general para la determinacién del Canon se detallan y actualizan conforme el Anexo I
del presente Decreto Supremo |.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios capitalizados
ROO 21480-9-2011 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
La base de célculo de los intereses moratorios previstos por | No corresponde la capitalizacion de intereses, por-
el articulo 33t del Cédigo Tributario correspondiente a las | que implica un incremento excesivo de la deuda
Posicion | deudas generadas antes de la entrada en vigencia del De- | tributaria y transgrede los principios de no confisca-

creto Legislativo 969, entre el 25 de diciembre de 2006 y
el 15 de marzo de 2007, esta constituida por el monto del
tributo impago que incluye la capitalizacion de intereses
efectuada al 31 de diciembre de 2005.

toriedad y razonabilidad.

Intereses moratorios aplicables a

pagos a cuenta

ROO 05359-3-2017

Precedente Judicial 4392-2013-Lima®

Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y sancio-
nes por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, en caso
de que con posterioridad al vencimiento o determinacién
de la obligacién principal se hubiera modificado la base de
célculo del pago a cuenta o el coeficiente aplicable o el siste-
ma utilizado para su determinacion por efecto de la presen-
tacién de una declaracién jurada rectificatoria o e la deter-
minacién efectuada sobre base cierta por la Administracién.

No procede aplicar intereses moratorios a los pagos
a cuenta que fueron realizados oportunamente, aun
cuando el monto pagado resulte menor luego de
efectuar una declaracién jurada rectificatoria que
modifique el coeficiente aplicable para su célculo

Adi

ién de medios probatorios extemporaneos

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00546-2022-Lima

No corresponde evaluar medios probatorios presentados
extempordneos que no se encuentren dentro de los su-
puestos de excepcién establecidos en los articulos 141° y
148* del Cédigo Tributario.

En cualquier estado del procedimiento adminis-
trativo, corresponde a la autoridad administrativa
incorporar de oficio las pruebas que consideren
necesarias para el esclarecimiento de los hechos y
alcanzar la verdad material, aun cuando estas sean
extemporaneas.

Retroactividad benig

na

ROO 08829-9-2024

Precedente Judicial 11947-2022-Lima

No procede aplicar retroactivamente la modificacin intro-
ducida al numeral 1 del articulo 178 del Codigo Tributario
por el Decreto Legislativo 1311 a infracciones cometidas
antes de su entrada en vigencia (se privilegia la fecha de
infraccién, no de notificacién de la resolucién ministerial)

Envirtud del principio de aplicacién inmediata de la
norma, corresponde la aplicacién del Decreto Legis-
lativo 1311 respecto de aquellos casos en los que la
resolucién ministerial no se ha notificado con ante-
rioridad a la vigencia de la citada norma (toda vez
que no se encontraria en trémite ni ejecucion).

Certificados de re:

jencia para gozar de beneficios de convenios para evitar la doble imposicién

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 08380-2021-Lima
y Casaciones 17959-2021-Lima, 22414-2021-Lima
y32926-2025-Lima

Se exige la tramitacién del certificado de residencia del no
domiciliado aa fecha en que se efectde la retencién del im-
puesto, caso contrario, no resultan aplicables los beneficios
delos convenios.

Los beneficios de los convenios no estén condicio-
nados a poseer el certificado de residencia al mo-
mento exacto de la retencién, debido a que dicho
requisito formal no esta contemplado en los propios
convenios.

Naturaleza de los derechos antidumping

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00079-2023-Lima

De acuerdo con el articulo 46° del Decreto Supremo 006-
2003-PCM, los derechos antidumping son multas, por lo
que no resultan deducibles para efectos del impuesto a la
rente, ni pueden formar parte del costo.

La naturaleza juridica de los derechos antidumping,
expuesta en el texto original del articulo 46 del De-
creto Supremo 006-2003-PCM, no constituye multa,
porlo que dichos derechos si resultan ser deducibles
para el impuesto a la renta.

Suspensién del plazo de prescripcién en fiscalizacién sobre precios de transferencia

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 17824-2023-Lima

Para las fiscalizaciones relacionadas a normas de precios de
transferencia, no es de aplicacién el plazo de fiscalizacién
y. por ende, tampoco resultan de aplicacién los supuestos
de suspensién del plazo de fiscalizacién, por ende, tampoco
podré configurarse la causal de suspensién del cémputo del
plazo de prescripcién prevista en el inciso f) del numeral 1
del articulo 467 del Cédigo Tributario.

En Ia fiscalizacin parcial y/o definitiva en que se
aplican las normas de precios de transferencia, re-
sulta aplicable la suspensién del plazo de fiscaliza-
cién regulada por el numeral 6 del articulo 62-A° del
Cédigo Tributario, respetando el plazo razonable.

Resoluciones del Poder Judicial no vinculan al

Tribunal Fiscal y a la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 16618-2023-Lima

I Tribunal Fiscal sefiala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

Las sentencias casatorias crean un precedente legal
que establece un esténdar que deben aplicar otros
érganos jurisdiccionales, asf como los tribunales ad-
ministrativos y la Administracién Pablica, dados sus
alcances en materia contencioso-administrativa.

Resoluciones del Poder Judicial que son de obligatorio cumpl

limiento para el Tribunal Fiscal y la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 26385-2023-Lima

I Tribunal Fiscal seftala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

La aplicacién de los precedentes judiciales garantiza
los principios de igualdad y predictibilidad mediante
una interpretacién juridica uniforme para casos ans-
logos. Asimismo, por la solidez y autoridad de la Sala
Suprema del Poder Judicial, estos criterios vinculan-
tes son de obligatorio acatamiento para la adminis-
tracién publica y los tribunales admi

Cémputo de plazo prescriptorio en devolucién de pagos indebidos o en exceso

Posicién

ROO 06832-2-2004

Casaciones 27657-2019-Piura®

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la devolucién
por los créditos por pagos en exceso o indebidos se generan
en el momento en que se efectifan, esto es, en el momento
en que el contribuyente, por error, paga una suma no adeuda-
da por concepto de un tributo respecto del cual se encuentra
gravado, pero en ninglin caso, desde que el propio contribu-
yente o la Administracién determinan correctamente la obli-
gacién tributaria, pues dicha determinacién puede efectuarse
con posterioridad, criterio que se sustenta en lo dispuesto por
el numeral 5 del articulo 44 del Cédigo Tributario.

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la
devolucién de los créditos por pagos en exceso o
indebidos se generan en el momento en que devie-
nen en indebidos.

io de cémputo de plazo de prescripcién para exigir el pago de la deuda

Posicién

ROO 09789-4-2017

Expediente 00004-2019-PI/TCH

Para las obligaciones nacidas antes de la vigencia del Decre-
to Legislativo 1113 (es decir, antes del 28 de septiembre de
2012), los plazos de prescripcién para determinar la deuda
y para exigir el pago se iniciaban conjuntamente (en simul-
taneo), no resultando aplicable el numeral 7 del articulo

Se valid la legalidad de la Primera Disposicién Com-
plementaria Transitoria del Decreto Legislativo 1421.
El Tribunal Constitucional precisé que aplicar el nue-
Vo inicio de la prescripcion (desde la notificacién del
valor) a casos antiguos que ain estaban en trémite y

442 del Cédigo Tributario. Asimismo, se precisé que una vez
iniciado el plazo prescriptorio, este no podia ser modificado
por una norma posterior.

que todavia no habian preserito no constituye una
aplicacién retroactiva de la norma. A partir de ello,
seffalaron que el plazo prescriptorio de la accién de
cobro no es simulténeo, sino que es independiente
y posterior al de la accién de determinacién, ya que
juridicamente es imposible exigir el cobro de una
deuda tributaria que atin no ha sido emitida, notifi-
cada y cuantificada.

Fuente: Elaboracién propia
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igura 4: Representacién gréfica de la interpretacién del Decreto Supremo 086-2004-EF hecho
por la Corte Suprema en la Casacién 17472-2023-LIMA

Declaratoria
o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
! >
Lo sucesién in- - Cadaunodeloshe- - Adjudicado el
divisa _adquiere rederos adquiere  inmueble, la su-
en la fecha del (a prorrata) en lacesin indivisa se
fallecimiento del fechadeladeclara-  extingue.
causante. toria de herederos - Ante el silencio
- Decreto Supremo o la inscripcién del del Decreto Su-
086-2004-EF, nu- testamento. premo 086-2004-
meral 2 - Decreto Supremo EF, se aplica el
086-2004-EF,  nu- articulo 660 del
meral 3 Cédigo Civil.

Fuente: Elaboracién propia.
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Tabla 2

Norma / Resolucién

Legislador

Mas garantista para el
contribuyente

Decreto Legislativo 1311 y Exposicién de Motivos

La norma no condiciona la regla de la suspensién a ningdn caso en concreto; sin
embargo, en la Exposicién de Motivos sf hace referencia a un caso concreto: cuan-
do'se ha excedido el plazo para resolver el recurso e reclamacién o apelaciény se
declara la nulidad del acto reclamado.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (caso Industrial Paramonga
SAC)

No condiciona la regla de que la suspensién opera durante los plazos legales para
resolver los recursos impugnatorios tnicamente a los casos en los que se declaré
nulidad de los actos administrativos. Por el contrario, su razonamiento tiene un
alcance general.

Tribunal Fiscal

Menos garantista para
el contribuyente

Resolucién del Tribunal Fiscal 00549-Q-2024

La suspensién operard solo durante los plazos méximos para resolver el recurso de
reclamacin y apelacién, Gnicamente cuando en el procedimiento se haya decla-
radola nulidad del acto administrativo (precedente de observancia obligatoria).

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 3

Estado con CDI con Perii

Celebracién del MLI

Ratificacién del ML

Brasil 20/10/2025 Pendiente
Canada 07/06/2017 29/08/2019

Chile 07/06/2017 26/11/2020
Repiiblica de Corea 07/06/2017 13/05/2020
Japon 07/06/2017 26/09/2018
México 07/06/2017 15/03/2023
Portugal 07/06/2017 28/02/2020
Reino Unido 07/06/2017 29/06/2018
Suiza 07/06/2017 29/08/2019

Fuente: Elaboracién propia
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Graéfico 2:

Digitalizacién de procesos

Sector Publico "

| sector Privado

Automatizacin

- Interoperatividad

Estandarizacion de procesos y trémites
Documentos digitales o digitalizados

Plataformas electrdnicas
Mecanismos de seguridad y
validacién

Mecanismos y medios
electrénicos
Interconectividad

- Gestion transversal del riesgo

Cambio de matriz de riesgos - Impactos Operador Econémico Autorizado

- Mecanismos alternativos a la inspeccion fisica

Politicas de Gobierno Digital

Virtual

cién de procedimientos

- Ventanillas virtuales
Expedientes electrénicos

i ehoras b Tk

- Informes orales virtuales
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Cuadro 6:

Escenarios de indeterminacién entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Grgano

Tribunal Fiscal

Poder Judi

o Tribunal Constitucional

Naturaleza de la participacién del asociado de una a

sociacién en participacién

ROO 02398-11-2021

I Tribunal Fiscal sostiene que la participacién entregada al aso-
ciado constituye dividendos u otra forma de participar en las
utilidades. En tal sentido, estard o no gravada con el impuesto
seglin quien sea el asociado.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Intereses moratorios aplicables a los pagos a cuenta del aporte al derecho especial destinado al Programa Nacional

de Telecomunicaciones

Posicion

ROO 04777-12-2023

El interés moratorio aplicable a los pagos a cuenta del aporte al
Programa Nacional de Telecomunicaciones se calcula exclusiva-
mente utiizando la Tasa de Interés Moratorio (TIM) aprobada
por la SUNAT, conforme al articulo 33 del Cédigo Tributario. Por
lo tanto, debe inaplicarse el articulo 239 del Reglamento Ge-
neral de la Ley de Telecomunicaciones, al contravenir una dispo-
sicién jerarquica superior.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2

MC OCDE del 2017

Documentos del Proyecto BEPS

Materia

Nuevo Preémbulo Accion BEPS 6 Lucha contra practicas de Treaty Shopping
Articulo1(2) y (3) Accion BEPS 2 Entidades hibridas
Articulo 3 (1) (i) Accidn BEPS 6 Fondos de pensiones reconocidos
Articulo 3 (2) Accién BEPS 14 Interpretacion por autoridades competentes
Articulo 4 (1) Accion BEPS 6 Fondos de pensiones como residentes
Articulo 4 (3) Accion BEPS 2y 6 Regla corporativa tie-break
Articulo 5 (4) (f), (5), (6) y (8) Accidn BEPS 7 Definicion de establecimiento permanente
Articulo 8 Accidn BEPS 2 Eliminacién de lugar de direccion efectiva
Articulo 10 (2) (a) Accion BEPS 6 Transferencia de dividendos
Articulo 13 (3) Accion BEPS 2 Transporte internacional
Articulo 13 (4) Accion BEPS 6 Transferencia de acciones
Articulo 23 A Accidn BEPS 6 Meétodo de exencion
Articulo 23 B (1) Accidn BEPS 6 Método del crédito
Articulo 25 (1) y (5) Accion BEPS 6 Procedimiento de acuerdo mutuo
Articulo 29 Accion BEPS 6 Otorgamiento de beneficios (entitlement to benefits)

Fuente: Elaboracién propia a partir de Hattingh (2020, p. 186)
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Tabla 3

Posicién

Norma / Resolucién

Legislador

Menos favorable para el
contribuyente

Decreto Legislativo 981

La declaracién de nulidad del acto administrativo no afecta la suspensién
del plazo de prescripcién que se da durante el procedimiento contencioso-
tributario o de la demanda contencioso-administrativa vinculada a dicho acto.

Menos favorable para el
contribuyente

Resolucién 00161-1-2008

Se suspende el plazo prescriptorio durante la tramitacién del procedimiento
contencioso-tributario en el que se declara la nulidad de la resolucién de de-
terminacién o de multa (precedente de observancia obligatoria).

Tribunal
Constitucional

Més favorable para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04068-2023-PA/TC (caso Kallpa Genera-
ciénS.A)

La suspensién del plazo de prescripcién durante la tramitacién del procedi-
miento contencioso-tributario tnicamente resulta constitucionalmente legi-
tima cuando el procedimiento contencioso-tributario concluye confirmando
la validez de los actos administrativos cuestionados y no cuando se declara la
nulidad de los mismos.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1:

Ley 20816 (22.12.2011)

Se sustituye el nombre de la entidad SUNAT por Superintendencia Nacional de Aduanas y
de Administracion Tributaria

Ley 20073 (24.12.2012)

Se incorpora en la lista de inafectaciones al pago de derechos arancelarios a los vehiculos
especiales o las tecnologias de apoyo, dispositivos y ayuda compensatoria para el uso ex-
clusivo de personas con discapacidad

Ley 30131 (19.12.2013)

Medidas sobre disposicion de mercancias por parte de la aduana

Ley 30230 (12.07.2014)

Disposiciones sobre obligaciones de los agentes de aduana, aplicacion de intereses morato-
fios, destruccion de documentos relacionados con los despachos aduaneros

Ley 30296 (31.12.2014)

Disposiciones sobre comiso de mercancias, precisiones sobre consultas particulares en
materia aduanera derivadas del Codigo Tributario

Ley 30498 (08.08.2016)

Se incorpora en la lista de inafectaciones a las donaciones efectuadas a favor de las enti-
dades del sector publico

Ley 31974 (11.01.2024)

Autorizacion excepcional para disponer de mercancias por parte de la aduana

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 4:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por pagos a cuenta (nuevo criterio del Poder Judicial)
ROO 05359-3-2017 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y san- | Corresponde el cobro de intereses moratorios a los pa-
ciones por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, | gos a cuenta del impuesto a la renta, cuando los mis-
en caso de que con posterioridad al vencimiento o deter- | mos no fueron efectuados en la forma y el integro del
Posicién | minacién de la obligacién principal se hubiera modifica- | monto que corresponda en cada oportunidad.
do la base de célculo del pago a cuenta o el coeficiente
aplicable o el sistema utilizado para su determinacién
por efecto de la presentacién de una declaracién jurada
rectificatoria o de la determinacidn efectuada sobre base
cierta por la Administracién.
Compensacién de créditos
ROO 08679-3-2019 Casaciones 14133-2014-Lima, 3727-2016-Lima
yotras
| De acuerdo con el articulo 40 del Cédigo Tributario, el | La norma no prohibe que el contribuyente pueda soli-
Posicién i 4 .
contribuyente puede compensar a solicitud de parte, el | citar una compensacién de los saldos a su favor, con las
saldo a favor del impuesto a la renta contra otras deudas | deudas que coexistan en ese momento. La Administra-
que administre la SUNAT, distintas a pagos a cuenta. ci6n se encargaré de comprobar, verificar y/o fiscalizar
el mencionado saldo a favor.
Renuncia técita a la prescripcién ya ganada por presentacion de fraccionamiento
Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal Precedente Judicial 21690-2019-Lima
El acogimiento a fraccionamientos que incluyan tributos | Las reglas de prescripcién del Cédigo Civil no resultan
| y periodos ya prescritos no constituye causal que deter- | aplicables a las obligaciones tributarias, en la medida
Posicién | mine la pérdida del referido derecho, el que, de acuerdo | en que se trata de &mbitos normativos distintos.
con el articulo 48% del Codigo Tributario, puede oponerse
en cualquier estado del procedimiento administrativo o
judicial.
Los Tribunales Administrativos se encuentran prohibidos de aplicar control difuso de constitucionalidad
R —— Expediente 04293-2012-PA/TC
(caso Consorcio Requena)
El Tribunal Fiscal, en concordancia con el precedente del | Conceder facultades a los tribunales administrativos
Tribunal Constitucional, dejé de ejercer control difuso | para ejercer el control difuso lleva a quebrar el equi-
Posicién | —especialmente en materia de tributacion municipal- y | librio entre democracia y constitucionalismo, al permi-

formalizé esta posicién mediante el Acuerdo de Sala Ple-
na2014-12.

tir que quien por imperio de la Constitucién no posee
legitimidad directa y expresa pueda hacer ineficaces
las normas juridicas vigentes. Se dejé sin efecto el pre-
cedente vinculante contenido en la Sentencia 03741-
2004-Al/TC.

No existe controver

contribuyent rectifica declara

n jurada aceptando los reparos de la Administracién

Posicién

ROO 07308-2-2019

Precedente Judicial
03158-2022 Lima

Si el contribuyente rectifica su declaracién jurada acep-
tando las observaciones acotadas por la Administracién
Tributaria, y esta emite resoluciones directorales confor-
me a lo rectificado, tales observaciones no constituyen
reparos y, por tanto, no son susceptibles de controversia
(no pueden impugnarse).

La declaracién jurada rectificatoria que recoge las ob-
servaciones de una fiscalizacién constituye un acto vo-
luntario del contribuyente con plenos efectos juridicos.
Por ello, la posterior resolucién directorial que forma-
liza dicha informacién no contiene ningtn reparo que
pueda ser materia de controversia.

Fuente: Elaboracién propia
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Gréfico 2: Mecanismo de trans
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Fuente: Elaboracién propia a partir de Mankiw (2021).
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Gréfico 1: Presién tributaria y evasién en paises de la regién, PBI
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Cuadro 5:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

Grgano Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por exceso de plazo legal
Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal emitida a Precedente Judicial Expediente 03525-2021-PA/TC
partir de la publicacién de la 6619-2021-Lima (caso Maxco)
Sentencia 03525-2021-PA/TC.
La Administracién Tributaria, se encuentra
prohibida de aplicar intereses moratorios
Posicién | No corresponde Ia aplicacidn | COesPonde 1a suspension de | luego de que se haya vencido el plazo legal

de intereses moratorios cuan-
do la Administracién excedi
los plazos legales para resolver
los recursos impugnatorios
presentados.

intereses moratorios devenga-
dos por la demora en resolver los
recursos impugnatorios en sede
administrativa, por vulnerar los
principios de razonabilidad y no
confiscatoriedad

para resolver el recurso administrativo, con
prescindencia de la fecha en que haya sido
determinada la deuda tributaria y con pres-
cindencia de la fecha que haya sido interpues-
to dicho recurso, a menos de que pueda pro-
bar objetivamente que el motivo del retraso
es consecuencia de la acreditada conducta de
mala fe o temeraria del administrado.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 3: Grandes mensajes del capitulo

simplificacion aduanera
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Tabla

leterogeneidad de Costos Logisticos en Cuencas Amazénicas

Cuencas fluviales
de la selva®

Funcién de costo
(5/ton)

Interpretacion econémica

Interpretacion tributaria

Rio Amazonas

Sy=64.6+0.29(4$

Friccién moderada: el bajo costo
marginal ($\beta = 0.295) permi-
te economias de escala y facilita
transacciones de mayor volumen.

Los costos logisticos marginales son relati-
vamente bajos; por ende, el cumplimiento
territorial resulta viable y el incentivo tri-
butario puede traducirse en inversién real y
expansién productiva.

Rio Momén

Sy=83.1+121(4$

Friccién severa: la pendiente ele-
vada ($\beta = 1.215) cuadruplica
el costo respecto del eje principal,
haciendo ineficiente el comercio
de larga distancia.

Los costos logisticos marginales son eleva-
dos; por ende, el Régimen actia como una
barrera indirecta de acceso. Las empresas
quedan excluidas no por incumplimiento fis-
cal, sino por inviabilidad econdmica.

Rio Tigre

Sy=-383.4+1.30()%

Falla de mercado: los costos
marginales son prohibitivos ($\
beta = 1.303), por lo que operar
exclusivamente en esta cuenca sin
soporte externo resulta inviable.

Los costos logisticos marginales son prohi-
bitivos; por ende, el beneficio tributario es
materialmente inaccesible  la presion fiscal
efectiva se incrementa en lugar de aliviarse.

Rio Napo

Sy=1745+029(x)$

Barrera de entrada: el alto inter-
cepto ($\alpha = 174.55) refleja
barreras de entrada estructurales.

Los costos iniciales muy altos favorecen la
concentracién empresarial e impiden la en-
trada de pequefios operadores que no pue-
den absorber dichos costos fijos.

Fuente: Elaboracién propia a partir de Instituto de la Amazonia Peruana (2018.
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Cuadro 1

Supuestos de hecho

Consecuencia juridica

- i se busca confirmar el sentido interpretativo obtenido en
funcién al articulo 31 de la CVDT.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT es ambiguo o tiene sentido oscuro.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT conduce a un resultado manifiestamente ab-
surdo o irrazonable.

- Se podré acudir a medios de interpretacion complementa-
tios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y
a las circunstancias de su celebracién.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1: Territorio de la Amazonia segun la Ley 27037

Departamento Alcance
Amazonas | - Todo el territorio.
Ayacucho | - Distritos de Sivia, Ayahuancoy Liochegua de la provincia de Huanta
> - Distritos de Ayna, San Miguel y Santa Rosa de la provincia de La Mar
Cojamarca | - Provincia de Jaén
U - Provincia de San Ignacio
- Distrito de Yanatile de la provincia de Calca
Cusco - Provincia de La Convencién
- Distrito de Kosfiipata de la provincia de Paucartambo
- Distritos de Camanti y Marcapata de la provincia de Quispicanchis
Huancavelica | - Distritos de Huachocolpa y Tintay Puncu de la provincia de Tayacaja
- Provincia de Leoncio Prado
- Provincia de Puerto Inca
- Provincia de Marafién
Muinuco | - Provincia de Pachitea
- Distrito de Monzén de la provincia de Huamalies.
- Distritos de Churubamba, Santa Maria del Valle, Chinchao, Huanuco, Amarilis y Pillco Marca de la provin-
cia de Huanuco
- Distritos de Conchamarca, Tomayquichua y Ambo de la provincia de Ambo
Junin - Provincia de Chanchamayo
- Provincia de Satipo
La Libertad | - Distrito de Ongdn de la provincia de Pataz
Loreto - Caso particular, con salvedades*
Madre de Dios | - Todo el territorio
Pasco - Provincia de Oxapampa
Piura - Distrito de Carmen de la Frontera de la provincia de Huancabamba
— - Distritos de Coaza, Ayapata, Ituata, Ollachea y San Gabén de la provincia de Carabaya. Distritos de San

Juan del Oro, Limbani, Yanahuaya, Phara, Alto Inambari, Sandia y Patambuco de la provincia de Sandia

- Todo el territorio

- Todo el territorio

n propia a partir de la Ley 27037 (1998).
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Gréfico 5: Cambios estructurales introducidos por el Decreto Legislativo 1053

Simplificacién aduanera |+
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Libre disposicion de mercancias en 48 horas
sistema anticipado de despacho aduanero

Sistema de garantias globales y especificas

Despacho aduanero en el punto de llegada (zona primria)

Retiro de mercancias antes de decision final en relacion en con despacho

Uso de técnicas de gestion del riesgo
Reconocimiento fisico no debe superar al 15% de las declaraciones numeradas
Figura del Usuario Aduanero Certificado (Operador Econémico Autorizado)

Publicacién de toda norma exigible y de resoluciones que fijen crterios dea aduzna
Publicacién de proyectos normativos

Puntos de consulta

Emision de resoluciones anticipadas sobre temas especificos (valoracion aduanera,
dasificacion arancelaria, etc.)

Transmision de data electronica antes de la llegada del envio
Sistemas electrnicos para el anlisis y direccionamiento de riesgos
Uso de normas internacionales (sistemas de gestion de calidad)
Sistemas electrdnicos accesibles a los usuarios aduaneros

Creacién de procedimientos expeditivos
Procedimiento de la data antes del arribo del envio
Utlizacion minima de documentos

Despacho en 6 horas sin limite de peso i valor
Envios por menos de USD 200 no tributan
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Grafico 3: Mecanismo de arbitraje regulatorio y precios de transferencia

Régimen tributario

% Lima (Régimen de
preferencial de la
s renta general)
Entidad A Entidad B
(productor cautivo) (distribuidora)
Tasa IR: 5% (| Tasa IR: 20.5% — C“":i':l’:l'd‘"
Activos fijos + mano de obra Marketing + ventas
Transferencia interna: Venta de mercado: margen
P A comercial minimo o nulo
tjetive:maririzar i Objetivo: minimizar la base
al20.5%
margen al 5%

Fuente: Elaboracién propia.
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Grafico 4:

Dec. Leg 1433
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Tabla 2: Beneficios y restricciones asociados a las categorias del PdC

Categoria Beneficio o restricciones.
A Beneficio: destinar saldo de detracciones para pago de tributos de importacién.
B Ninguno
G Ninguno
Restricciones generales:
a. Reduccin al 30% del umbral general para la obligacién de uso de medios de pago (monto se fija en §/ 600 0
5 USD 150);
b. mayor plazo (90 dias) para que surtan efectos eventuales declaraciones rectificatorias;
. habilitacién automética para aplicar medidas cautelares previas al procedimiento coactivo;
d. perder la calificacién de establecimiento cuyas ventas otorguen devolucion de IGV a turistas.
Restricciones adicionales para E:
a. Plazos més largos (6 meses adicionales) para atender determinadas solicitudes de devolucién del IG
E b. condicionar el cambio de domicilio a la previa autorizacion de la SUNAT; y

c. causal de ingreso como recaudacién los montos depositados en cuentas del Sistema de Pago de Obligaciones
Tributarias (SPOT).

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1

Posicién®®

Norma / Resolucién

Legislador

Menos garantista para
el contribuyente

Decreto Legislativo 1311

Se establece la suspensién durante los plazos legales para resolver los recursos
Gnicamente para procedimientos iniciados luego de su entrada en vigencia.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (Caso Industrial Paramon-
83 SAC)

El Decreto Legislativo 1311 no cred una nueva limitacién temporal, sino que posi-
tivizé una consecuencia que ya derivaba de una interpretacién constitucional de
la norma, seg(n la cual, la suspensién debid operar siempre durante los plazos
legales para resolver los recursos.

Corte
Suprema®

Menos garantista para
el contribuyente

Casacién 12754-2014-Lima

Exhort6 al legislador a establecer un limite temporal para la suspensién durante
el procedimiento contencioso-tributario establecido en el articulo 46 del Codigo
Tributario, pues su redaccién original no contempla dicho limite.

Casacién 11947-2022-Lima
Sefiala que la suspensién opera tnicamente durante los plazos legales para re-
solver los recursos respecto de los procedimientos iniciados luego de la entrada
envigencia del Decreto Legislativo 1311 (precedente de observancia obligatoria).

sala Superior”

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04357-2022

Se aparta del precedente contenido en la Casacién 11947-2022-Lima y aplica el
criterio del Tribunal Constitucional, esto es, que la suspensién del plazo prescrip-
cién opera solo dentro de los plazos para resolver los recursos de reclamacién o
de apelacién, establecidos en el Codigo Tributario.

Fuente: Elaboracién propia
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Gratico 6: Segmentacion por grupo de operadores

- Transmitir la declaracién aduanera de conformidad con los datos proporcionados por el
operador interviniente
- Identificar correctamente al duefio, consignatario o consignante de la mercancia o al

dog:mdw. representante de estos
i - Expedir documentacién autenticada contando con el original en sus archivos o que corresponda

a un despacho en el que haya intervenido

Iere - Transmitir solo una declaracién para una misma mercancia

autorizacién) - Entregar la mercancia al duefio o consignatario o al responsable del almacén aduanero de
corresponder, conforme a lo establecido legalmente o cuanto cuente con la autorizacién de la
administracién aduanera, segtn corresponda

(requiere de

- Destinar correctamente la mercancfa al régimen, tipo o modalidad de despacho

- Declarar en forma correcta el valor y proporcionar informacién completa y que guarde
conformidad con los documentos presentados para el despacho

- No destinar mercancia prohibida y destinar mercancia restringida con la documentacién
exigible

- Permitir los accesos a sus sistemas de informacién en la forma y el plazo establecidos por la
autoridad aduanera

- Reembarcar la mercancfa prohibida o restringida dentro del plazo establecido legalmente o
dispuesto por la autoridad aduanera

Operador de
Interviniente
(no requiere de
autorizacién)

Tercero - Proporcionar, exhibir o transmitir informacion o documentacién veraz,
vinculado auténtica, completa, sin errores en la forma y plazo establecidos legalmente o
(no requiere dispuesto por la autoridad aduanera, segun corresponda
de autorizacién) - Comparecer ante la autoridad aduanera cuando sea requerido

P Elalitn B
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Tabla 1: Clasificacién de los contribuyentes segin el PdC

Categoria Nivel Detalle
A Muy alto cumplimiento Cumplimiento formal y material Gptimo
8 Alto cumplimiento Cumplimiento formal y sustancial esperado
c Medio cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial medio o antigiiedad inferior a 6 meses
D Bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o material significativo
3 Muy bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial muy significativo

Fuente: Elaboracién propia
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igura 1: Representacion gréfica de lo dispuesto en el articulo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

Declaratoria

o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante testamento extrajudicial

00— >—>

- las rentas se re- ®
putan como una
sola persona.

- Articulo 17, UR
(primer pérrafo)

Fuente: Elaboracién propia.

Los herederos in-
corporan a sus ren-
tas en proporcion
sobre el acervo su-
cesorio.

Articlo 17, LR

(segundo pérrafo)

Cada heredero
computa sus ren-
tas por los bienes
que le sean adju-
dicados.

Articulo 17, LR
(tercer pérrafo)
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Cuadro 1:

Tribunal Fiscal (aticulo 154° el Tuo | Peder udicial (articulo o0 S umal Constttunionsl
o ‘del Codigo Tributario y articulo VI” lel CPC, articulo 36 Tribunal Constitucional
pecto dela LPCA y articulo 22° (articulo VI del NCPC)
del TUO de la LPAG)
dela LOP))
Grganc emisor | Tribunal Fiscal (Sala Especializada o Sala | Sala Constitucional y Social de | Tribunal Constitucional (Ple-
E Plena). la Corte Suprema. no).
Solo drganos de la Administracién Tribu-

Eficacia taria (SUNAT, Organismo Supervisor de | Todos los érganos jurisdiccio- | Todos los érganos jurisdiccio-
vineutarte | 12 Inversion en Energia y Mineria, Orga- | nales, salvo excepcion fundada | nales y administrativos, sin
nismo Supervisor de Inversién Privada en | (apartamiento motivado). excepcién®.

Telecomunicaciones, entre otros).
- Interpretacién de modo expreso y con
carécter general el sentido de las nor-
mas tributarias®. - Existencia de contradiccio-
- Existencia resoluciones con fallos con- eoradondial
tradictorios entre si. nelonneass
e ’ - Interpretaciones erréneas
- Modificacién de un criterio anterior, sea B
; ; o e una norma.
0 no vinculante. Sentencias que fijan principios - Existencia de un vacio le-
- Aclaracién del sentido de una norma | jurisprudenciales donde ex- |~ M
Supuestos que por su oscuridad genera una duda | presamente se declare el pre- | _EESTe. L L
habilitantes razonable en su interpretacién y, por | cedente y se formule la regla P

ello, se dispense de la aplicacién de
intereses y sanciones respecto de los
incumplimientos producidos antes de la
aclaracién de la norma®.

- Verificacién de criterios reiterados o
recurrentes de las Salas Especializadas,
dea Oficina de Atencién de Quejas o de
los Resolutores—Secretarios'®.

juridica (contencioso-adminis-
trativo).

lidades interpretativas.

- Conductas inconstituciona-
les con efectos generales.

- Modificacién de preceden-
te (Séenz Dévalos, 2022,
pp. 271-276).

habilitantes

- Cuando se apliquen la norma de mayor
jerarquia para la resolucién del caso
concreto, conforme con el articulo 102
del Codigo Tributario (Caller Ferreyros &
Reyna Farje, 2013, pp. 31-32).

Facultad de
apartamiento
del precedente

Los acuerdos de Sala Plena del Tribunal
Fiscal, adoptados conforme al Acuerdo
10-2002, son de aplicacién obligatoria
tanto para los vocales como para la Ad-
ministracion Tributaria, sin posibilidad de
inaplicacién, salvo que sean modificados
por el propio Tribunal, por ley o por regla-
mento.

Los tribunales de menor ins-
tancia ‘pueden’ apartarse del
precedente si existen circuns-
tancias particulares debida-
mente motivadas (fundamen-
tos de hecho y derecho del
apartamiento).

Solo el propio Tribunal Cons-
titucional puede apartarse y
modificar su precedente, si
se cumplen tres requisitos:
- Pleno del Tribunal Consti-
‘tucional.
- Cinco votos conformes.
- Motivacion ~ expresa
apartamiento.

del

Formay
requisitos para
su creacién

La resolucién debe:

- Declarar expresamente que posee ca-
récter de observancia obligatoria.

- Ser publicada en El Peruano.

La sentencia debe:

- Fijar principios jurispruden-
ciales.

- Ser publicada en El Peruano.

Sentencia debe:

- Sefialar expresamente que
es precedente.

- Formular la regla jurfdica
aplicable”.

- Precisarsuefectonormativo.

- SerpublicadaenEl Peruano.

Modificacién o
derogacién del
precedente

Solo por el propio Tribunal Fiscal, por
reglamento o por ley. Se requiere nueva
resolucién con publicacién en El Peruano.

Puede ser modificado por la
misma sala con justificacién
expresa. No se exige mayoria
especial, salvo accién popular
(4 jueces supremos).

Solo mediante Pleno del
Tribunal Constitucional con
Voto conforme de cinco ma-
gistrados. Se requiere de
sentencia motivada y publi-
cacién.

(SUNAT)

SUNAT no puede interponer demanda
contencioso-administrativa contra juris-
prudencias de observancia obligatoria.

No hay prohibicién; el prece-
dente puede ser objeto de re-
visién mediante una demanda
de amparo o una nulidad de
cosajuzgada fraudulenta.

Obligatoriedad absoluta; el
precedente solo puede ser
dejado sin efecto por el pro-
pio Tribunal Constitucional
bajo requisitos estrictos.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 7: Evolucién del programa OEA
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Tabla 1:

riterios de sujecion para gravar las enajenaciones indirectas en el derecho comparado

Criterios de sujecién en los regimenes de enajenacién indirecta

e Participacién minima Materialidad econémica
Colombia No Més del 20% de los activos colombianos.
Chile 10% Més del 20% del valor de mercado o 210,000 Unidades Tributarias Anuales.
Argentina 10% Més del 30% del valor de la entidad extranjera.
México No Més del 50% del valor en inmuebles.

Fuente: Elaboracién propia.
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Gréfico 8: Beneficios del programa OEA

- Garantia Nominal en vez de Carta Fianza y Péliza de
Caucién para diferimiento de exigibilidad de pago de la

obligacién tributaria aduanera
- Actuacion directa como agente de aduanas sin —> Reduccién costos operativos
presentacion de garantia para operar

- Disminucién del nivel de riesgo el operador
- Embarque directo

n preferente canal rojo

- Atencin preferente tramites y procedimientos
- Atencin preferente contingencias cierre puertos y/o — Fluidez operaciones COMEX
aeropuertos

- Inspecciones més égiles

- Asignacién de sectorista exclusivo
- Atencion personalizada R Buena calificacién ante

- Reduccién plazos de procedimientos 2 aduana
- Reconocimiento mutuo (socios comerciales del Perd)
- Ventaja comercial (mejora de categoria y reputacidn del
operador
feedod) — Beneficios indirectos

- Mejora procesos internos de control
- Incremento nivel de competitividad

i Pl e iy
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Cuadro 5

[ Entrada en vigor del MLl para el Peri | Entrada en vigor del MLI para el otro Estado
Perd-Brasil 01/10/25 Pendiente de ratificacion
Perd-Canadi 01/10/25 01/12/19
Perdi-Chile 01/10/25 01/03/21
Perti-Corea 01/10/25 01/09/20
Peri-México 01/10/25 01/07/23
Perd-Portugal 01/10/25 01/06/20

Fuente: Elaboracién propia
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Figura 2: Representacién grafica de lo dispuesto en la Primera Disposicién Transitoria
y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
) >
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divisa adquiere rederos  adquiere mo 086-2004-EF
en la fecha del (a prorata) en la  no otorga efecto
fallecimiento  del fechade ladeclara-  especial ala adju-
causante. toria de herederos dicacién _judicial
- Decreto Supremo ola inscripcion del o extrajudicial de
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meral 2 - Decreto Supremo  herederos.
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